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En la ciudad de Bogotá se pueden encontrar todo tipo de problemáticas que afectan de manera 
negativa tanto a la sociedad como a la administración. Para llegar a una convivencia armónica 
y la integración efectiva de la ciudadanía y su satisfacción con el entorno en el que viven, el 
espacio público juega un papel esencial que requiere toda la atención posible de la 
administración de la ciudad. 
A pesar de que todos los integrantes de la comunidad, incluyendo sus gobernantes y 
líderes, hacen un uso y componen de cierta manera el paisaje de la ciudad, es claro que la 
labor de administración a cargo del Estado tiene la labor principal en el adecuado uso del 
espacio público.  
Así, podemos encontrar en el espacio público todo tipo de problemáticas como la 
contaminación visual, auditiva, ambiental, entre otras, que pueden ser causal directa de 
muchas de las afectaciones que se generan en las personas (ciudadanos) a nivel económico, 
cultural y de salud, lo cual afecta directamente sus derechos como lo son a la libre 
locomoción, el derecho a gozar de un ambiente sano, el derecho al trabajo, entre otras 
afectaciones que se generan en la colectividad. 
En éste orden de ideas, centrando la atención en la ciudad de Bogotá, es necesario 
orientar la presente investigación hacia la problemática que genera el impacto del 
Aprovechamiento del Espacio Público, teniendo en cuenta que la ocupación inadecuada de 
los espacios que pertenece a la ciudadanía en general incluye muchos de los factores que 
generan afectación del mismo, como es el caso de la localidad de La  Candelaria, en la que 
la apropiación de dichos lugares  se da para usos comerciales, artísticos, mercantiles, etc., 
situación que en cierta medida, al no llevarse un control adecuado, bloquea y va en contra de 
los fines para los que inicialmente fueron establecidos. Ahora bien, surge la pregunta; ¿qué 
tan efectivas son las políticas de gobernabilidad creadas por la administración pública para 
regular de forma correcta el aprovechamiento de ese espacio público? 
Es claro que al tratarse de espacio público su administración está a cargo del Estado 
en su actividad de gestión, quien debe velar por el bienestar de los colombianos, 
estableciendo estrategias, procesos, normas, políticas públicas, y utilizar todas las 
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herramientas que tiene a su alcance para lograr una calidad de vida que permita a los 
ciudadanos gozar plenamente de todos sus derechos.  
En el presente documento se explorará la conceptualización jurídica del espacio 
público en el Decreto No. 456 de 2013 conforme a los postulados constitucionales, legales, 
doctrinales y jurisprudenciales en el Estado Social de Derecho colombiano y frente a la 
realidad social. Además de ello, se pretende determinar esa realidad social a través de la 
identificación de las perspectivas e interpretaciones de los ciudadanos transeúntes, 
vendedores informales y formales en cuanto al problema jurídico-social planteado, lo cual se 
realizará mediante técnicas de recolección de información, fuentes primarias (bases de datos) 
y secundarias (doctrina, literatura, jurisprudencia, leyes y Decretos), información especial y 
relacionada con los actores que se ven involucrados en el aprovechamiento del espacio 
público, entre otras herramientas metodológicas que se tendrán en cuenta en la realización 
de la investigación. 
Igualmente, se estudiará, en el entendido de que la normatividad con respecto al 
espacio público se encuentra plenamente establecida, los factores o problemáticas en la 
ejecución de esta, con el fin de formular diferentes propuestas de solución y fortalecimiento 
de los aspectos del aprovechamiento del espacio público en la Localidad de La Candelaria 
de la ciudad de Bogotá. 
Es importante subrayar la igualdad de derechos y la importancia de que en Colombia 
exista una legislación clara, pública y obligatoria acerca del espacio público, con el fin de 
que las ambigüedades que existen sobre la materia sean eliminadas. 
Así, surge la necesidad de identificar una problemática enfocada en el Estado Social 
de Derecho, donde se busque satisfacer unas necesidades básicas de aquellas personas que 
no tienen medios para acceder a ellas y buscar un equilibrio y armonía de todos los actores 
involucrados en el aprovechamiento del espacio público, para que a través de los mecanismos 
y herramientas otorgadas por el Decreto mencionado, se pueda buscar una solución conforme 
a la hipótesis de que la aplicación de la normatividad frente a la administración del espacio 
público tiene una brecha tangible en la ejecución de la misma, debido a fallas relacionadas 
directamente con la Gobernabilidad del Estado, situación que debe subsanarse para que pueda 
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darse plena aplicación en el aprovechamiento del determinado espacio público al interior del 
Estado Social de Derecho colombiano. 
Este estudio se ejecuta desde una metodología de investigación cuantitativa, toda vez 
que en este ejercicio la información recolectada dio origen a un análisis de datos precisos, 
observación documental que ha orientado al estudio en profundidad de la compleja realidad 
social y de la administración, lo cual, orientado al análisis teórico, se estudia mediante 
técnicas que permiten establecer la realidad en el contexto natural, el cual busca interpretar 
los fenómenos de acuerdo con la percepción que tienen para las personas implicadas. 
Este análisis cuantitativo se enfrenta en el presente documento con el Decreto 
normativo 456 de 2013, que establece una forma de regulación del espacio público desde el 
aprovechamiento económico del mismo para generar recursos con la finalidad de financiar 
el mantenimiento, conservación, creación y recuperación del espacio público. Además, 
materializa el derecho a la igualdad ya que se da prioridad en el uso, ocupación y explotación 
económica del espacio público a la población vulnerable. 
Finalmente, nuestro trabajo de investigación pretende explicar que el espacio púbico 
es uno de los temas más ponderados e incluyentes que se da en la sociedad, porque tiene 
como premisa la no exclusión social, garantizando una habitabilidad, una economía 
sostenible y la apropiación colectiva del entorno. Por tal razón, inicialmente se abordará de 
manera teórica, estableciendo las pautas investigativas generales teniendo en cuenta las 
diferentes teorías que orientan la administración del Estado, incluyendo el análisis de las 
generalidades de la aplicación del marco jurídico (normas, jurisprudencia y Constitución 
Política de Colombia).  
También se incluye un análisis detallado de los reportes estadísticos de las bases de 
datos que registran las entidades con relación a la ambigüedad que reporta la ciudadanía 
vinculada con el problema de investigación. Por último, se confrontarán las bases teóricas, 
fuentes legales con respecto a la realidad que se evidencia obteniendo como resultado una 







Nociones Generales Sobre Espacio Público y su relación Con La Gestión Pública 
 
El presente acápite presenta una breve exposición de las generalidades del espacio púbico y 
su relación con la gestión pública en Colombia.  
 
1.1 El aprovechamiento del espacio público en Bogotá  
Desde la óptica de que Colombia es un Estado Social de Derecho, la cual se adoptó con la 
Constitución Política de 1991, se entiende que la regulación del óptimo uso, aprovechamiento 
económico y disposición completa del espacio público, así como su administración 
corresponde al Estado, quien debe cumplir con todas las actividades para llevar a cabo sus 
fines como garante de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
En este orden de ideas, el espacio público es un elemento estructurante que consolida 
la ciudad. Por ello, es un derecho del ciudadano y un compromiso de la Administración 
Distrital el proveerlo, fortalecerlo, enriquecerlo y protegerlo, mediante políticas públicas 
generales y específicas, las cuales establezcan tres elementos importantes como lo son: 
 Discutir los valores y realizar una ponderación de derechos fundamentales 
que guíen y definan la regulación del espacio público físico. 
 Definir las clases de vulneraciones específicas de los sectores e infractores. 
 Definir políticas públicas particulares y concretas delimitando los contenidos 
y valores de forma precisa para abordar de manera inmediata la problemática 
ejerciendo un control directo tanto individual como urbano. 
La materialización de la aplicación de dichas políticas debe mostrar resultados 
favorables para la administración del espacio público. Sin embargo, según los resultados de 
los inventarios de espacios públicos recuperados y/o preservados en cualquier tiempo, 
realizados por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, el uso 
regulado y ordenado del espacio público se ve afectado por la invasión generada por ventas 
informales (Resolución 086. DADEP, Bogotá, Colombia, 03 de abril de 2017). 
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Lo anterior, contrario a lo que establece el Decreto 456 de 2013, en el que se estipula 
que “es necesario plantear soluciones viables para disminuir los índices de ocupación 
indebida de espacio público por el ejercicio de la actividad de ventas informales, en 
consecuencia, es pertinente crear unas zonas de aprovechamiento económico reguladas en 
términos del artículo 18 del Decreto Distrital 215 de 2005, para que de esta forma se organice 
el espacio público” (Alcaldía Mayor, 2013). 
Igualmente, en la Ficha de Estadísticas Básicas de Inversión Distrital EBI-D, del 
Proyecto de Inversión N° 1094, “Fortalecimiento  de la capacidad institucional de las 
Alcaldías Locales” de la Secretaría Distrital de Gobierno de la Alcaldía Mayor, en su numeral 
4, “Identificación del problema o necesidad”, se indica que “las Alcaldías Locales presentan 
debilidades en la capacidad institucional, así como grandes brechas entre sí, lo cual dificulta 
el cumplimiento de las funciones y competencias que han sido asignadas para lograr el 
mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos” (Alcaldía Mayor de Bogotá (2016) 
Banco Distrital de Programas y Proyectos. anexo 1). Igualmente, menciona que las causas 
principales de las debilidades anteriormente mencionadas son múltiples y se encuentran 
priorizadas de la siguiente manera: 
1. Exceso de competencias e instancias de coordinación y participación 
2. Baja capacidad técnica para la estructuración de procesos de contratación 
3. Falencias en el sistema de información para seguimiento, monitoreo y evaluación 
desde el nivel central en pro de la gestión de las alcaldías locales.  
4. Debilidad de capacidad institucional para el control y seguimiento de las 
funciones de la policía 
5. Espacios físicos insuficientes para los servidores públicos que prestan sus 
servicios en la localidad, así como para los ciudadanos que la visitan. 
En relación con lo anterior, es importante mencionar que la premisa del Espacio 
Público es principalmente que no haya exclusión social, ya que se debe buscar una vitalidad 
social, económica y la apropiación colectiva del entorno, lo cual teniendo en cuenta los 
anteriores resultados conserva un disminuido margen de cumplimiento, la cual va en contra 
de la definición general del espacio público, que según Jordi Borja (2012), “es un concepto 
jurídico: un espacio sometido a una regulación específica por parte de la Administración 
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Pública, propietaria que posee la facultad de dominio del suelo y que garantiza su 
accesibilidad a todos”, y que además de ello fija “las condiciones de la utilización” y “la 
instalación de actividades”.  
Históricamente, la administración ha tomado medidas como la expropiación de 
aquellos edificios y construcciones abandonadas sobre la avenida caracas, la utilización de 
bienes fiscales disponibles, acompañados de unos planes parciales consagrados en la ley de 
reforma urbana para integrar todo el comercio del centro de la capital y generar paseos 
comerciales, que fueron establecidos como mecanismo de mejoramiento, ejecución que 
claramente debió estar a cargo de la administración pública. Sin embargo, los cambios 
sociales y culturales generados desde el momento de la ejecución de la norma suponen una 
actualización, además de un efectivo control de su cumplimiento, funciones que hacen parte 
de la Gestión Pública. 
La finalidad de la comercialización del espacio público sugiere revisar los principios 
que deben emanar de la convivencia y el postulado que, en el Estado Social de Derecho, debe 
prevalecer del interés general sobre el particular, además la concreción de los derechos 
humanos en los territorios globalizados, situación en la que el espacio público es tenido en 
cuenta como un nuevo espacio político de participación, en el margen del incremento 
poblacional y el mundo urbanizado.  
De ello surge el interrogante principal de la investigación, encaminado a identificar 
¿Cuál es el impacto del aprovechamiento del espacio público en la localidad de La Candelaria 
de la ciudad de Bogotá? 
De antemano, se advierte la existencia de un impacto negativo en el aspecto social, 
cultural, ambiental, económico y de movilidad, generado por la falta de ejecución eficaz de 
los proyectos que en la actualidad se encuentran determinados por la normatividad y las 
políticas públicas existentes.  
En este contexto, será necesario para la solución de la problemática llevar a cabo una 
revisión teórica exhaustiva de la normatividad actual, con el fin de determinar si se encuentra 
la necesidad de crear nuevas disposiciones o simplemente reformar la existente. Esta 
revisión, orientada a establecer procesos, procedimientos y líneas de autocontrol que 
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permitan hacer seguimiento, evaluación efectiva y continua de la actividad administrativa 
involucrada en el aprovechamiento del espacio público.  
Cabe resaltar que es pertinente el planteamiento de la pregunta de investigación, dado 
que el objeto de estudio es el aprovechamiento del espacio público y según la información 
referida en la ficha EBI-D, está refleja la problemática social percibida por los investigadores, 
la cual se desarrollara partiendo del enfoque socio-jurídico crítico del Derecho, cuya finalidad 
es encontrar claramente la base de la problemática en cuestión, lo cual concuerda 
directamente con la visión y conocimientos del grupo investigativo.  
 
1.2 Principios teóricos de la gestión pública  
La gestión pública como regla del Derecho es la encargada de efectivizar la ejecución de las 
normas, de las políticas públicas y demás componentes utilizados como instrumentos para el 
cumplimiento de los fines del Estado, enmarcada en la correcta, eficiente y eficaz 
administración de los recursos tecnológicos, humanos y económicos a fin de satisfacer las 
necesidades de la ciudadanía en pro de su bienestar, así mismos , impulsar el desarrollo del 
país, siendo este uno de los ejes primordiales de la administración.  
Este eje ha sufrido con el pasar de los tiempos ciertas transformaciones desde sus 
orígenes hasta nuestros días, no solo en su interpretación sino en su escritura, lo cual hace 
hincapié en la administración, el direccionamiento y el manejo, por ello es necesario 
contextualizar diversos conceptos que nos darán una definición más precisa. 
El termino gestión pública, posee un significado de trascendental importancia para 
los Estados. Si a este término le agregamos el adjetivo “eficaz”, es decir “la eficaz gestión 
pública” éste se torna mucho más completo, apuntando al deber ser de los Estados frente a 
cada uno de sus asociados.  
Gestionar y administrar eficazmente los recursos para hacer inversiones acertadas en 
el aparato estatal, generando estabilidad y bienestar dignos al conglomerado poblacional que 
hace parte o habita bajo dicha figura estatal, no es cosa de fácil manejo, para lo cual; deben 
existir una serie de teorías o técnicas que permitan un avance eficiente.  
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Según Luis F. Aguilar (2003), la Gestión pública es de vital importancia pues a través 
de está, los gobiernos pueden recuperar la capacidad y/o eficacia, y es indispensable para 
adelantar una excelente gestión pública, incluir elementos tales como:  
“1. La certidumbre jurídica mediante aplicación imparcial de las leyes.  
2. La seguridad pública mediante un sistema de policía honesto y eficiente. 
3. Un sistema hacendario equitativo y competitivo.  
4. Una Administración Pública eficiente y de calidad.  
5. No corrupción, transparencia.   
6. Un espacio público de deliberación ciudadana”. 
Por otro lado, encontramos a Adalberto Zambrano Barrios (2011), quien según su 
teoría acerca de la gestión pública, dista en algunos puntos relevantes con respecto al anterior 
autor. Como bien se mencionó, Luis F. Aguilar, esboza dos conceptos claves los cuales están 
diseñados; el uno para proteger y garantizar de todas las formas posibles el acceso a mínimos 
de vida, lo cual se encuentra directamente relacionado con la gobernabilidad, de forma 
similar, con el mismo objetivo de garantizar la cobertura total de la población, se encargan 
tareas de orden administrativo al sector privado, quien termina supliendo necesidades que el 
sector público no logra cubrir o para el cual se muestra ineficiente.  
Dista Adalberto Zambrano Barrios (2011) de esta propuesta, pues según él; la gestión 
pública debe estar encargada de dirigir la llamada gerencia estratégica; la cual tiene por 
elementos: La producción, la relación con el entorno, las finanzas públicas y presupuesto 
público, la organización y el capital humano. El objetivo de esta propuesta es generar bienes, 
servicios y productos que logren atender las necesidades de sus ciudadanos.  
Lo anterior quiere decir que, para Adalberto Zambrano Barrios, la prestación de 




Para Adalberto Barrios, existen dos sistemas que permiten el desarrollo de la gestión 
pública. En cabeza del Estado se encuentra el sistema de “Gobernante”, el cual se centra en 
brindar a su población una serie de bienes y servicios a través de sus instituciones y el sistema 
de “Gobernados” el cual, por el mero hecho de pertenecer a dicho sistema, se hace benefactor 
de aquellos bienes y servicios que darán calidad de vida. 
Según la teoría del autor, dentro de los sistemas referidos no puede faltar la medición 
del proceso como condición de la gestión pública incluyendo elementos como: recursos, 
productos, resultados y beneficios sociales. 
Evalúa lo que se ha denominado gobierno por producto y resultados y la acción misma 
del gobierno, esto es, eficacia, eficiencia y la efectividad de su gestión.  
Ahora, Michael Barzelay (2003), hace todo un análisis acerca de la Teoría de la Nueva 
Gestión Pública, la cual es de suma importancia, pues propone varias soluciones. La más 
común es “el redimensionamiento del aparato administrativo”, es decir: la reducción y 
“racionalización de los recursos humanos, materiales técnicos y financieros, y nuevas 
estructuras administrativas” (Cabrero, 2010). 
Este tipo de gestión se centra en dos formas exclusivamente; uno de ellos dirigido al 
“Puntual económico”; el cual alberga dentro de su esencia unas nuevas funciones del Estado, 
un liberalismo económico, una elección racional, evalúa el tamaño del aparato del gobierno 
y el comportamiento de los individuos que conforman ese núcleo de funcionarios.  
De otro lado está el “Puntual Organizacional”, el cual se centra en un estado eficiente y eficaz. 
Es necesario para poder desarrollar el modelo de la nueva gestión pública, tener una 
serie de controles que permitan la eficiencia y eficacia del Estado. De igual forma se debe 
incluir a este modelo organizacional técnicas administrativas modernas.  
Según el planteamiento que realiza el autor Michael Barzelay (2003), el ciudadano 
cliente; es el eje de la acción pública, pues debe ser satisfecho a través de fines sociales y 
colectivos, dado que el principal objetivo es la inversión social que se logra a través de la 
austeridad en todos sus actos. El gasto público debe ser selectivo y tiene la obligación de ser 
altamente productivo.  
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Sería un tanto complicado para el grupo investigador encontrar extremos teóricos 
opuestos, pero luego de estudiar las anteriores teorías se puede afirmar con precisión que aun 
cuando éstas no coinciden en todos sus elementos, sí tienen muchos puntos en común. 
De esta manera, se logró concertar que la gestión pública sin lugar a dudas debe ser 
un sistema cambiante de acuerdo con las transformaciones sociales que por el paso del tiempo 
surjan, teniendo como finalidad principal y única el brindar servicios a sus asociados y 
garantizar todas aquellas herramientas que permitan una vida digna a quienes conforman el 
conglomerado poblacional del estado.  
La gestión pública se debe desarrollar sobre la base de una técnica guiada por 
herramientas modernas que permitan el control del aparato estatal. Es de vital importancia 
agregar que los ciudadanos deben hacer parte de ese control estatal, y que para lograr hacer 
un control efectivo nos debemos preparar, teniendo claro el tipo de gestión que queremos y 
la que más nos sea provechosa. 
No pueden existir más políticas públicas improvisadas que en un alto porcentaje dan 
como resultado perdidas económicas o de beneficio solo para algún selecto grupo de la 
sociedad.  
La dignidad del ser humano debe ser el fin esencial en la práctica y no solo en el 
papel. La fiscalización de las acciones del Estado permite identificar los puntos críticos de 
corrupción, ineficacia, falta de gestión en las funciones públicas y del uso de los recursos 
públicos.  
Finalmente, en el marco del Panorama de Gestión Pública en América Latina, la 
visión de esta regla del derecho se enmarca en el valor de la igualdad, el cual cumple un rol 
protagónico para dar respuesta a los desafíos mundiales (CEPAL 2014), lo cual indica que la 
dimensión de la inclusión de la igualdad busca fortalecer el papel del Estado y de la política. 
 En cuanto a las tendencias de desarrollo, el Estado como garante de los derechos 
debe realizar las siguientes actividades esenciales: la promoción, redistribución, la regulación 
y la fiscalización que propende a la generación de pactos sociales para la igualdad. 
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En este sentido se mitigan los riesgos con la creación de entidades sólidas con 
capacidad adecuada para cumplir con las funciones y de esa manera complementar la 
equidad, cohesión social y desarrollo productivo. Por ello, la gestión pública requiere del 
protagonismo del Estado por medio de estrategias de desarrollo social sostenibles donde se 
maneje de manera clara y eficaz el presupuesto asignado para la ejecución de los programas 
y los proyectos de inversión, y así mismo, que se dé una mirada y acompañamiento a los 
procesos ambientales. 
Al respecto y de acuerdo podemos concluir que en el marco de la visión y la 
interacción entre los diversos actores y por ende la nueva gestión pública en Colombia, son 
fallas estructurales de la función pública: Control Interno, Servidores Públicos, Autocontrol, 
Entidades Públicas, Control y Organizaciones (Sociales, culturales, agremiaciones etc.) 
Éstas son deficientes desde el punto de vista del papel y facilidad que cada uno debe 
realizar, y por ende, el desarrollo del postulado constitucional previsto en el artículo 209 de 
la Constitución Política, que determina que “la función administrativa está al servicio de los 
intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones”, no se cumple a cabalidad. Todo ello, a pesar 
de los avances en materia de control interno y el modelo de elección o designación de los 
jefes de dichas dependencias y particularmente quizás la falla más significativa está en el 
auto-control que todos los servidores públicos deben tener en el marco y desarrollo de su 
funcionalidad.  
En consecuencia, debe existir interacción entre los actores y los responsables del 
control interno, tales como los reguladores, encargados de establecer las políticas y 
directrices en materia de control interno (Presidente de la República, Departamento 
Administrativo de la Función Pública DAFP, el Congreso de la República, la Contaduría 
General de la Nación y la Contraloría General de la República), los facilitadores (Conjunto 
de entidades que tienen como fin apoyar y asesorar a las entidades públicas), los Organismos 
Evaluadores entendidos como los encargados de medir y evaluar el funcionamiento del 
sistema de control interno (Contralorías Generales, Distrital, Municipal, Departamento 
Nacional de Planeación DNP  y las oficinas de Control interno de cada entidad). 
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Como se colige de lo anterior, observamos que son muchos los actores y muy poca y 
deficiente la coordinación entre ellos para hacer un verdadero y eficiente control interno 
institucional y, por ende, no es posible hablar también de una correcta nueva gestión pública. 
Otro punto importante de la deficiencia es la ausencia de políticas públicas claras y 
definidas en la función y la nueva gestión pública. En consecuencia, cada presidente, alcalde, 
gobernador, secretario, director y gerente, hace lo que considera oportuno y en muchos casos 
lo hacen simplemente por borrar del mapa las acciones de sus antecesores sin siquiera 
detenerse a analizar, evaluar y medir la gestión de los proyectos y programas anteriores. Un 
caso de ejemplo en Bogotá son los estudios del metro y la pérdida de cerca de 140.000 
millones de pesos etc. 
Todo lo anterior, trae como consecuencia la apatía de los ciudadanos y también de los 
servidores públicos de niveles medios y bajos, sumado a la falta de motivación de las 
entidades con sus servidores públicos en un tema muy importante como lo es el autocontrol, 
entendido como el conjunto de elementos integrados para conseguir un fin común. Aunado 
a lo anterior también se debe trabajar en el desarrollo del talento humano, desarrollando en 
las entidades públicas verdaderos y efectivos procesos de formación, capacitación, inducción 
y evaluación del desempeño de todos los servidores públicos del estado, sumado a verdaderos 
programas de bienestar que no solamente involucren al trabajador, sino también a su núcleo 
familiar.  
Sin embargo, es claro que todo lo mencionado debe ser analizado a fondo, para lo 
cual es necesario mencionar que según Luis F. Aguilar (2014), la gestión pública tiene dos 
componentes fundamentales, los cuales nacen de manera independiente, o tienen puntos de 
partida diversos; pero al final se complementan el uno con el otro. Se está haciendo referencia 
a los conceptos de Gobernabilidad y Gobernanza.  
El concepto de gobernabilidad se centra en la creación y la consolidación de la 
capacidad de gobernar del Estado, en su disposición de ofrecer una serie de soluciones a las 
distintas problemáticas que se presentan a diario de una manera eficaz. Desde luego que en 
muchas situaciones para el Estado no era posible cubrir todas las necesidades de las personas 
a su cargo y por ende vio en sectores privados una oportunidad para extender su capacidad 
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de servicio, dando vida así al concepto de Gobernanza, el cual no es más que la capacidad de 
autorregulación que el Estado puede encargar a algunos sectores de la sociedad, encontrando 
de esta manera una estabilidad en finanzas y administración.  
De lo anterior podemos concluir que la gobernabilidad, siendo la que atañe a la 
actividad de la administración, es también el elemento de la gestión pública que debe 
analizarse para lograr los objetivos de la presente investigación, identificando el punto exacto 
de la falla en la administración, reflejada, en cuanto al aprovechamiento del espacio público 
se refiere, en la aplicación de las disposiciones establecidas en el Decreto 456 de 2013. 
 
1.3.     La gestión pública y sus elementos en el ordenamiento jurídico colombiano. 
En el marco de la regulación normativa de la gestión pública, es necesario abordar el estado 
de necesidad que muestra el ordenamiento jurídico colombiano respecto de las actividades 
regulatorias del Gobierno Nacional y demás entidades encargadas de la creación y 
establecimiento de normas de obligatorio cumplimiento para la ciudadanía. 
En este orden de ideas, la Constitución Política de Colombia indica que la gestión 
pública es necesaria para proponer, direccionar y controlar cada una de las políticas que se 
implementen. Según los artículos 63, 82 y 88, es deber de la administración hacer respetar el 
espacio público y generar una serie de normativas que regulen su aprovechamiento siempre 
y cuando, este tenga por finalidad el beneficio común y no particular. Por su parte, el Código 
Civil Colombiano muestra como la ejecución de la disposición constitucional, estableciendo 
en sus artículos 678, 679, 681 y 1005 la norma general de regulación para el uso y goce de 
bienes de uso público.  
Como es claro, las dos normas anteriormente mencionadas abarcan las disposiciones 
generales de la Gestión Pública. Con relación al espacio público, de manera puntual, la 
necesidad de la gestión pública va encaminada al cumplimiento de las disposiciones legales, 
como lo establece la Ley de Reforma Urbana (Ley 9 de 1989), la cual va dirigida 
específicamente a los alcaldes municipales o distritales para que realicen las acciones 
pertinentes con miras al buen aprovechamiento del espacio público.  De igual manera, ésta 
norma faculta a los consejos municipales para que sean estos quienes hagan las respectivas 
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aprobaciones a cambios estructurales del espacio público. En éste mismo sentido se expresa 
el Decreto Ley 1421 de 2013, ya que de su artículo No. 86, se puede inferir que es a través 
de la gestión pública que se pueden realizar e implementar las políticas gubernativas que el 
alcalde local contempla dentro de sus funciones, lo cual le permite desarrollar una 
administración y gestión efectivas. 
Por otro lado, es la Ley 140 de 1994, la que relaciona la importancia de la gestión 
pública con la calidad de vida de los habitantes, para lo cual pretende proteger el espacio 
público y la integridad del medio ambiente a través de la realización de esta. En éste mismo 
sentido se manifiesta la Ley 1801 del 2016 y el Decreto 959 del 2000, en los cuales se busca 
la recuperación y el manejo del espacio público visual.  
A través del Decreto Ley 190 del 2004, se aborda la gestión del espacio público desde 
una mirada económica, estableciendo las siguientes necesidades básicas de las mismas: a). 
Garantizar la sostenibilidad ambiental, económica y fiscal del Distrito Capital y b). Aumentar 
la competitividad, la productividad general y sectorial con responsabilidad fiscal.  
En éste mismo sentido se expresa el Decreto 463 de 2003, del cual se puede deducir 
que la importancia principal de la gestión pública en la administración de los espacios de uso 
público, va encaminada a la regulación de los usos temporales y el cobro de los derechos 
correspondientes. En el Decreto 215 de 2005 también se hace referencia al financiamiento y 
manejo del espacio público en la ciudad.  
Finalmente, el Decreto 364 de 2013, el Decreto 411 de 2016 y el acuerdo 79 de 2003, 
son quienes establecen los lineamientos de ordenamiento territorial y administración de este, 
estableciendo las funciones de las entidades encargadas de desempeñar la gestión pública, y 
su importancia en la garantía que el Estado debe dar para el uso, goce y disfrute adecuado 
del espacio público. 
En las decisiones o fallos de los jueces/autoridades en Colombia, se ha adquirido una 
tendencia personal respecto de la importancia de la gestión pública, como se establece por 
ejemplo en la sentencia T 257 de 2017, en la que mitigar el daño hecho a quien ocupa el 
espacio público es el objetivo principal de la Gestión Pública. En el desarrollo de la línea 
jurisprudencial que involucra la protección y gestión del espacio público, se hace necesaria 
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la gestión pública en la administración debido a que con ella se permite el cumplimiento de 
los fines del estado, como lo indica la sentencia T424 de 2017, en la que se resaltan las 
siguientes obligaciones y/u objetivos por parte del estado: 
                “1.  Garantizar las condiciones y oportunidades para el ejercicio del comercio por 
parte de los vendedores informales ya que la administración debe propender 
por los derechos fundamentales  
2. Adoptar e implementar las políticas, programas o medidas positivas 
encaminadas a lograr una igualdad. 
  
3. Provisión de Alternativas económicas”. 
El cumplimiento de los objetivos establecidos por la gestión pública dentro del marco 
normativo, presenta diferentes tendencias de realización. Todas las normas que se refieren a 
la gestión pública para la preservación y conservación del espacio público se refieren a la 
creación de políticas públicas y normatividad para la administración, control y 
aprovechamiento económico del mismo. 
 La constitución política, en su calidad de garante de los derechos de los colombianos, 
establece en su artículo 88 los mecanismos de defensa del espacio público a cargo de la 
ciudadanía como la Acción Popular, situación que da responsabilidad directa a los habitantes 
para colaborar en la protección de este. En este mismo sentido, el código civil además de 
definir y caracterizar los bienes de uso colectivo, identificándolos como los que generan una 
afectación del interés general y su uso por los miembros de la comunidad. Lo anterior, es 
netamente respaldado por lo establecido en la Ley 472 de 1998, en la que se establece como 
pilar principal de la administración del espacio público la protección de los derechos de los 
ciudadanos mediante la acción popular. 
Dando una mirada de carácter administrativo, las leyes y decretos establecen 
tendencias de realización basadas directamente en la gestión pública. En primera medida, la 
Ley 140 de 1994 estableció el control y administración del espacio público en cabeza del 
alcalde del municipio, distrito o territorio indígena. A partir de lo establecido por el Decreto 
Ley 1421 de 2013, se establecen mecanismos como acuerdos (locales, distritales y de 
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funcionamiento) para la imposición de sanciones y expedición de permisos para el uso del 
espacio público. En complemento de lo anterior, la ley de reforma urbana establece funciones 
de protección y administración al Consejo y Juntas Metropolitanas, encargadas 
principalmente de la calificación.  
Es importante destacar que el Decreto 463 de 2003, dentro de sus consideraciones 
establece que “existe una íntima relación entre la administración, el mantenimiento y el 
aprovechamiento económico del espacio público construido y los usos temporales del 
mismo” (Alcaldía Mayor, 2003), lo cual se puede considerar que se utilizó como principio 
para establecer las herramientas de realización. 
El Decreto 215 de 2005, por su parte, contempla “la posibilidad de hacer 
aprovechamiento económico del espacio público por parte de los particulares, permitiendo a 
la administración de las ciudades garantizar a través de esa retribución, la preservación y el 
mejoramiento del espacio público”, lo cual es complementado por el Decreto 411 de 2016, 
en el cual se establecen las funciones de la Secretaría de Gobierno, directa encargada como 
administradora del espacio público en Bogotá. Las labores anteriores están respaldadas por 
el Código de Policía, ley 1801 de 2016, en la que se asigna a la policía Nacional la labor de 
desarrollar estrategias para “garantizar los derechos de toda la ciudadanía que interviene 
directa o indirectamente en el ejercicio de la movilización”. 
Otro mecanismo o tendencia de realización de la gestión pública que se puede 
observar en la norma colombiana, lo podemos encontrar en el Decreto 364 de 2013, ya que 
indica como pilar principal para el cumplimiento de los objetivos de protección del espacio 
público la Función Administrativa, la cual comprende un conjunto de acciones político-
administrativas y de planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o 
distritos. Tiende a disponer de instrumentos eficientes para orientar el desarrollo del territorio 
bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio, de 
acuerdo con las estrategias de desarrollo socioeconómico. 
En el marco jurisprudencial, dentro de los mecanismos y tendencias de realización se 
establecen las obligaciones gubernamentales y también las sociales. La sentencia T257 de 
2017, dispone que los ciudadanos en general deben acatar las normas constitucionales y 
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legales que regulan el aprovechamiento del espacio público, y trata de manera puntual el 
tema de la invasión del mismo y sus repercusiones en la afectación de la comunidad, “debido 
a que la invasión puede conducir al cierre de establecimientos de comercio, el traslado de los 
lugares de trabajo de muchas personas, el difícil acceso a ellas e incluso el favorecimiento de 
actividades ilícitas, en razón de la complejidad que adquieren tales zonas” 
Como resultado del análisis jurisprudencial que soporta ésta investigación, las 
sentencias tenidas en cuenta para el desarrollo de la misma, en general, analizan el 
cumplimiento de las normas y políticas públicas, identificando los mecanismos de realización 
establecidos por la norma y que no se vieron realizados en el desarrollo de la gestión pública, 
y estableciendo las falencias encontradas en la aplicación de la norma, como lo hace la 
sentencia T424 de 2017, en la que se establece que para hacer efectivo el cumplimiento de la 
norma, la administración debe adoptar una alternativa económica de subsistencia viable y 




1.4.     Cumplimiento de programas y proyectos de participación ciudadana. 
Según la Constitución Política de Colombia, en el desarrollo de la Gestión Pública no puede 
faltar la implementación de programas culturales, sociales y de interés general que 
promuevan el buen uso de lo público, así como el respeto por esto, que es de todos.  Es de 
vital importancia la implementación de una serie de controles que en verdad garanticen esos 
tres elementos que contempla el artículo 63 Constitucional respecto de los derechos 
fundamentales: Innegociables, inembargables, imprescriptibles. En conclusión, según la 
constitución, serán los programas sociales, culturales y los controles, los que permitan un 
buen uso del espacio público. 
Cada una de las normas, sentencias, acuerdos, y demás documentos pertenecientes al 
marco normativo que abarca la gestión pública, establecen puntos importantes, requisitos y 
características que se vuelven esenciales a la hora de ejecutar los mecanismos de realización 
de la misma en la administración del espacio público.  
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Es importante mencionar, dado que la constitución en su calidad de norma de normas 
establece como principios fundamentales de la ejecución de control la in-negociabilidad, la 
inembargabilidad y la imprescriptibilidad, que no puede faltar la implementación de 
programas culturales, sociales y de interés general que promuevan el buen uso de lo público. 
Lo anterior, es considerado como la finalidad de la Gestión Pública.  
Al mismo tiempo, todas las normas relacionadas con la gestión pública orientan su 
finalidad con base en los principios anteriores. Cada una de ellas, de acuerdo con el tema que 
desarrolla, plantea diferentes elementos principales de la realización de la gestión pública.  
Las normas, en teoría, deben tener en común los siguientes elementos: 
Inicialmente, la planificación acorde a las necesidades de los distintos municipios, 
teniendo en cuenta su plan de desarrollo municipal; plan que debe responder a los intereses 
generales de la comunidad y no a los particulares de las personas que tienen influencia sobre 
estos para modificarlos a sus propias conveniencias. Ley 9 de 1989 Art. 5, 6, 7 y 8. 
De ésta misma manera, “acciones para evitar la perturbación del orden público en los 
aspectos de defensa nacional, seguridad, tranquilidad, salubridad y circulación de personas y 
cosas o graves daños al espacio público”, establecidos por la Ley 140 de 1994. El código de 
policía complementa esta disposición estableciendo el principio de proporcionalidad y la 
garantía de los derechos de los ciudadanos contra quienes vaya dirigida la acción policiva. 
Así mismo, deben incorporar entidades gubernamentales dispuestas a intervenir ante 
las distintas autoridades judiciales en pro de garantizar los derechos de sus ciudadanos. Ley 
472 de 1998. La construcción de una nueva cultura del Espacio Público y la estimulación de 
la participación ciudadana. Acuerdo 18 de 1999. 
Tener en cuenta los verbos rectores para “organizar, promocionar, utilizar, regular, 
conservar, rehabilitar, dotar, reivindicar, restituir, recuperar, mantener y aprovechar 
económicamente el espacio público del Distrito Capital”, de acuerdo con las disposiciones 
del Decreto 463 de 2003. 
Las normas a su vez deben incluir políticas que ejecuten “los planes y las operaciones 
prioritarias que orientan el desarrollo económico y social” según el Decreto 190 de 2004, 
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relacionadas con las políticas de administración distrital establecidas por el Acuerdo 465 de 
2016. 
Igualmente, vincular el Distrito Capital al Sistema de Planeación (Decreto 190 de 
2004); Controlar los procesos de expansión urbana en Bogotá (Decreto 190 de 2004); y a su 
vez, incorporar estrategias sociales, de gestión económica y de coordinación institucional. 
(Decreto 215 de 2005). 
Además, deben velar por el cumplimiento de las distintas normativas expedidas: Es 
necesario que quien ejerza esa dura función de administrador cumpla a cabalidad las 
funciones para las cuales fue investido; de esta manera se preserva el orden de las cosas, 
según lo establecido en el Decreto ley 1421 de 2013. El cumplimiento de las funciones que 
conlleven al eficaz desarrollo de la gestión administrativa necesaria para la protección del 
entorno. 
De la misma manera, deben velar por el cumplimiento de los principios, que según el 
mismo decreto son los siguientes:  
“1. Protección y tutela del ambiente y los recursos naturales y su valoración como 
sustrato básico del ordenamiento territorial.  
2. Perfeccionamiento y optimización de la infraestructura para la movilidad y la 
prestación de servicio s públicos.  
3. Integración socioeconómica y espacial del territorio urbano. Decreto 364 de 2013”. 
De igual modo, control y administración de la ejecución de las políticas públicas y 
normas, apoyo y soporte de las acciones policivas de las autoridades que desarrollan sus 
actividades en torno al cumplimiento de estas. Decreto 411 de 2016. 
Los anteriores elementos son desarrollados y analizados en el marco jurisprudencial 
en el que se ve involucrada la gestión pública en la administración del espacio colectivo, en 
las que se menciona que “las medidas que asuman las autoridades administrativas deben ser 
adecuadas y razonables, de tal forma que se tenga en cuenta el presupuesto, los planes de 
desarrollo y las políticas que estén debidamente señaladas y, a la par, los derechos 
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fundamentales que potencialmente pueden resultar afectados, entre estos la dignidad humana, 
el mínimo vital y el trabajo” (Sentencia T257 de 2017). 
Es importante destacar el análisis realizado en la sentencia T424 de 2013, en la cual, 
respecto de la finalidad de la gestión pública, se reconoce por primera vez que “existe un 
conflicto entre el cumplimiento del deber estatal de preservar el espacio público y el derecho 
al trabajo de los vendedores informales que lo ocupan”. 
En resumen, el marco normativo que abarca el espacio colectivo y la Gestión Pública 
como elemento principal de su administración, establece de manera puntual, teniendo en 
cuenta la finalidad, los elementos principales y las tendencias de realización  del mismo a la 
hora de ejecutar la protección y administración del espacio público, las herramientas con las 
que se pretende realizar de manera efectiva la gestión pública, las cuales podemos clasificar 
de acuerdo con su ejecutor: La administración o la sociedad. 
 Según el Decreto 364 de 2013, la administración territorial tiene dos componentes. 
“Componente general: Objetivos, estrategias y contenidos estructurales a largo plazo… 
Componente Urbano: Políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la 
adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la 
conveniente utilización del suelo”.  
La administración tiene herramientas que permiten coordinar y promover con las 
autoridades distritales y locales el cumplimiento de las funciones asignadas para la protección 
efectiva del espacio público, como programas de embellecimiento y organización del espacio 
público, programas culturales, y las prohibiciones y limitaciones de construcción, todas 
basadas en los planes de desarrollo municipales. Adicionalmente, tiene a su cargo 
herramientas para que se ejecuten las acciones tendientes a la gestión de la administración, 
como la Red de centralidades del Distrito Capital, y los diferentes programas, actuaciones y 
proyectos establecidos como instrumentos de gestión. 
Las bases normativas principales de todo lo anteriormente mencionado, las establecen 
el Plan de Ocupación, el Plan de Ordenamiento Territorial y el Plan Maestro de Espacio 
Público, cuyas disposiciones son el pilar fundamental de regulación de dichas políticas, 
planes y actividades, las cuales están a cargo de diferentes entidades de la administración. 
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Por su parte, la sociedad tiene a su cargo la protección del espacio público 
inicialmente en el cumplimiento de la normatividad existente, atendiendo expresamente a 
cada una de sus disposiciones y a su vez, participando en el desarrollo de las diferentes 
actividades ejecutadas por la administración en el ejercicio de la Gestión Pública. 
Adicionalmente a ello, la sociedad debe participar activamente de los programas de 
embellecimiento y organización del espacio público, programas culturales, y demás 
herramientas de la administración. 
Sin embargo, también puede ejercer como un canal entre la comunidad y el espacio 
público y la entidad administrativa a cargo de su protección, a través de la acción popular y 
la acción municipal, las cuales permiten la participación ciudadana en la administración y 
control del uso efectivo del espacio público. 
Todas las pautas anteriormente planteadas permiten identificar que el marco 
regulatorio establece los manejos adecuados para la gestión pública en el marco del 
aprovechamiento del espacio público, lo cual se evidencia en los casos específicos entre los 
que se pueden observar diferentes tipos de ejecución. 
Por ejemplo, en la sentencia T257 de 2017, se indica que, como consecuencia de lo 
anterior, “las políticas, programas y medidas encaminadas a proteger el espacio público 
deben garantizar una alternativa económica las cuales sean favorables a quienes se les ordena 
las medidas de desalojo y decomiso tendiente a recuperar el espacio público”.  
  La sentencia T424 de 2017, también indica que “se ha dado prevalencia a la 
promoción del interés general reflejada en la ejecución de las medidas pertinentes de 
desalojo, siempre y cuando éstas vayan acompañadas de una alternativa de reubicación para 
los afectados”. 
La contextualización normativa que se mencionó en el presente capítulo permite 
establecer la acción del legislador respecto del espacio público, lo cual convierte su actividad 
en uno de los componentes de la gestión pública. 
Todos los mecanismos y herramientas establecidos en el anterior marco normativo 
claramente corresponden a la Gestión Pública. Sin embargo, traemos nuevamente a colación 
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los elementos de la misma y a su definición, los cuales son Gobernabilidad y Gobernanza 
(Luis F. Aguilar 2014), para quien es necesario que la gestión pública se fundamente en 
componentes científico – Técnicos y no solamente en institucionalismo como en muchos 
lugares, lo cual permite explicar significativamente por qué “el gobierno ha perdido 
capacidades, facultades, poderes y alcances en asuntos centrales de interés general, a 
consecuencia de las transformaciones políticas, económicas y sociológicas que han ocurrido 
al cambio del siglo y están en curso, y sobre cuya orientación y dinámica el gobierno no tiene 
control total ni determinante” (Aguilar, 2014). 
En este orden de ideas, es claro que la Gestión Pública no es un concepto global, sino 
que tiene componentes integrantes o elementos que se pueden clasificar en Gobernabilidad 
y Gobernanza, siendo la primera de ellas la creación y consolidación de la capacidad del 
gobierno para ofrecer una serie de soluciones a las distintas problemáticas que se presentan 
a diario de una manera eficaz. 
Es así como el estudio de la Gestión Pública en cuanto al aprovechamiento del espacio 
público debe verse enfocado en la gobernabilidad como el elemento al que le atañen los 
mecanismos de realización de la norma, dado que a pesar de que en el marco normativo que 
sustenta la Gestión Pública no se mencionan sus elementos, encontramos sustento para esta 
afirmación en el marco teórico que le dio origen a la presente investigación. 
 
1.5 La gestión pública en la investigación científica. 
Desde la óptica urbanística, la crisis del correcto aprovechamiento del espacio público ha 
tenido a nivel investigativo un enfoque social, como lo menciona el Arquitecto Ramón López 
de Lucio (2000), quien indica que se debe ver reflejada la planeación mediante la gestión 
pública, cuyos órganos de gestión deben procurar el desarrollo de los sistemas de transporte 
estableciendo políticas de regulación y recuperación de las expansiones urbanas, además de 
desarrollar proyectos de construcción masiva como centros comerciales, permitiendo una 
concentración de la actividad económica. 
Por su parte, Verónica Ursúa Bastida (2012) propone la construcción o adecuación de 
zonas verdes encaminadas al beneficio psicológico de la ciudadanía, involucrando la 
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planificación estratégica de actividades culturales y el orden cívico. Otros autores establecen 
el enfoque urbanístico como responsabilidad directa de la correcta gestión pública, en la que 
la flexibilidad del espacio público debe atender a las necesidades locales y metropolitanas 
mediante la consolidación de usos y dinámicas económicas directamente a cargo de la 
administración (Lasso García, 2014).  
Sin embargo, existen otro tipo de propuestas más realistas, que se ajustan un poco 
más a la realidad política, social y cultural de la sociedad, las cuales enfocan su objetivo en 
el aspecto económico que acarrea el hablar de “Espacio Público”. Es claro que éste punto de 
vista tiene una relación directa con el comercio que se ejerce constantemente en el espacio 
público, que como lo indica Guénola Capron (1998), es un elemento estructural del uso del 
espacio público. Luz Marina Rincón García (2013), establece que la problemática del uso 
incorrecto del espacio público y su falta de aprovechamiento económico tiene que ver 
directamente con el comercio informal, desarrollo que se pretendió regular con el Decreto 
456 de octubre de 2013. 
Existe otro tipo de propuestas respecto a la problemática del espacio público, las 
cuales se enfocan en soluciones de tipo sociocultural, mismas que tienen como factor común 
la educación ciudadana como pilar principal de la administración del espacio público. Se 
puede inferir de todos éstos estudios, que la solución planteada para la problemática se enfoca 
directamente en políticas sociales como la implementación del turismo cultural (Cassián, 
2012), participación ciudadana e innovación social (Ziccardie, 2012), acción ciudadana a 
través de la participación (Alguacil Gómez, 2008), integralidad de las políticas públicas que 
garantice la satisfacción de los agentes vinculados en la actividad del espacio público 
(Polanco López, 2015), entre otras que se pueden considerar como respuestas de tipo 
sociocultural.  
Éstas políticas sociales incluyen la participación ciudadana, lo cual puede contribuir 
con la supervisión de la actividad administrativa de las entidades encargadas de ejercer la 
gestión pública (Ramírez Kurí, 2016). Sin embargo, según Olga Segovia (2007), la 
participación ciudadana puede verse viciada o afectada debido al aprovechamiento 
económico, ya que la participación se guiará más por el precio del mercado y no por las 
políticas sociales diseñadas en pro del goce del espacio público, poniendo el interés particular 
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por encima del general. La relación del diseño de estas políticas para la administración del 
espacio público con la política hace que autores como Huber Giraldo (2015), establezcan que 
se debe exigir a los dirigentes evitar o retirar los intereses políticos del estado en el diseño de 
la estructura administrativa del espacio público.  
Ahora bien, acudiendo a un análisis de tipo jurídico administrativo, lo cual es 
competencia directa de la elaboración de la presente investigación, incluso el departamento 
de planeación de la Alcaldía Mayor de Bogotá (2015), ha establecido las falencias directas y 
las posibles soluciones para la correcta administración y aprovechamiento económico del 
espacio público, indicando que “El problema es sin duda el espacio público y la incapacidad 
técnica para ponerse al día y atender las demandas de la ciudad contemporánea”. Éstas 
demandas pueden observarse desde el punto de vista de los derechos humanos, que como 
indica Nuria Cunil (2010), deben existir políticas que tengan una finalidad de igualdad frente 
a los derechos que se incluyen dentro de dicha protección, lo cual guarda una relación directa 
con la gestión pública, teniendo en cuenta la figura del Estado como garante de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos. Lo anterior, teniendo en cuenta igualmente la población 
vulnerable para que el uso del espacio público sea posible para todas las personas en 
condiciones de igualdad, privilegiando a los disminuidos físicos y mentales (Herrera 
Carrascal, 2014). 
En conclusión, según todas las investigaciones tenidas en cuenta para el presente 
acápite, todos los factores o los enfoques de las hipótesis planteadas señalan como pilar 
principal la sociedad misma, ya que en ellas se establece la existencia de normas que por su 
contenido suponen ser eficaces para la administración y aprovechamiento económico del 
espacio público, y por lo tanto recae en la sociedad el cumplimiento de las mismas y la 
supervisión de una regulación efectiva que permita proteger sus intereses. 
Lo anterior, permite concluir que la gobernabilidad, traducida como la capacidad del 
gobierno de hacer cumplir sus disposiciones establecidas mediante normas, políticas públicas 
y sociales las cuales requieren la participación activa de la administración mediante la gestión 
pública para garantizar el cumplimiento de las mismas por parte de la sociedad, tiene una 
necesidad principal para la eficacia de la gestión pública en la administración y desarrollo 
del aprovechamiento del espacio público. De ello, surge la necesidad de identificar cuál es el 
34 
 
impacto de la gobernabilidad y la gestión pública para el aprovechamiento del espacio 
público, lo cual deberemos enfocar u orientar a la ciudad de Bogotá como objeto de estudio 
principal.  
 
1.6. La Gobernabilidad como elemento de la gestión pública 
En el proceso de búsqueda de enfoques del desarrollo del concepto de Gobernabilidad, con 
el fin de definir la línea de proceso que genere una mecanización, la concreción de provisión 
de bienes y servicios podemos encontrar los siguientes: 
Uno de los autores que ha tratado esta teoría es Ricardo Torres, quien establece  que 
para que haya gobernabilidad hay que fortalecer el acceso y gestión del gobierno en relación 
con la responsabilidad política y con las instituciones (Torres, 2013), en este sentido William 
Ospina refiere que la gobernabilidad es una “cohesión social, entendida como un proceso a 
través del cual los individuos se unen con un Gobierno”, donde logran avanzar en el camino 
de participación ciudadana y de desarrollo sostenible e incluyente (Ospina, 2013), su mirada 
visionaria busca que haya una canalización “a través de una efectiva estructura de 
participación ciudadana y un avanzado nivel de desarrollo de instituciones que brinden 
servicios de calidad y permitan conciliar los intereses de los diferentes grupos que conforman 
la sociedad” (Ospina 2013). 
También es importante conocer el aporte de Jaime Torres, quien considera que es 
necesario superar la simpleza entre la relación Estado-Sociedad, y que la aproximación del 
análisis de gobernabilidad comienza, en primer lugar, con el establecimiento de un mapa de 
actores estratégicos, los recursos de poder tanto económicos como el tipo de alianzas que 
puedan existir (Torres, 2006). 
En ese mismo sentido Ricardo Torres plantea que es importante tener en cuenta las 
acciones, las responsabilidades y las consecuencias dejando como pilar un Estado de 
Derecho, basado en los procedimientos que promueven la rendición de cuentas; William 
Ospina incluye que es necesario contar con indicadores que permitan establecer e identificar 
el tamaño del gobierno, las estructuras legales, políticas, monetarias, la apertura comercial, 
la regulación del sistema financiero y el trabajo a desarrollar y con ello incrementar la 
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capacidad de las instituciones públicas para crear y modernizar  los Gobiernos Locales y el 
fortalecimiento institucional. Jaime Torres, enfatiza que el tipo de alianzas políticas que 
puedan existir, de una forma u otra, pueden generar conflictos que afecten a la sociedad, y 
como consecuencia, las partes involucradas deben tener sanciones con un cumplimiento 
efectivo para quienes infrinjan las leyes. 
En conclusión, la gobernabilidad es entendida como una variable que depende del 
estilo de gobernanza que contenga el Estado, en el que el accionar del cumplimiento de los 
fines del Estado, en especial “la supervivencia, el crecimiento y el desarrollo político, 
económico, cultural y social” (Ospina 2013),  de manera integral  y sostenible, integre 
elementos como la gestión por resultados, la evaluación por procesos y el seguimiento, la 
administración para muchas entidades por medio de la figura de gestión estratégica  donde 
se planee, se haga, se verifique y actué, esto con el fin de permitir la participación de actores 
públicos y privados que coadyuven al cumplimiento de la gestión del estado alcanzando los 
principios de eficiencia, eficacia y calidad que conlleve a la satisfacción de la ciudadanía. 
En este orden de ideas, la gobernabilidad debe verse reflejada en la situación actual 
de la administración pública y es precisa para la generación, recuperación y sostenibilidad 
del espacio público, con la existencia de varias funciones que se enmarcan en verbos como 
apoyar, coordinar, promover u organizar. 
Igualmente, para el desarrollo de la presente investigación, es necesario definir los 
mecanismos que la administración tiene para ejercer la gobernabilidad en el aprovechamiento 
del espacio público.  
Según William Ospina (2013), con base en el objetivo principal del “cumplimiento 
de los fines del Estado y la promoción del desarrollo integral, la Nación, las entidades 
territoriales, el sector privado, las comunidades y las organizaciones de base” deben realizar 
un trabajo mancomunado, una acción articulada, y de esa acción se forma el enfoque de la 
gobernabilidad en un territorio. 
Según los autores, la configuración de los tres lineamientos anteriores debería generar 
una mayor eficacia de la actividad de quienes manejan la administración, cuya capacidad 
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administrativa tienda al mejoramiento organizacional y estructural, obteniendo como 
resultado el beneficio de la ciudadanía 
Esta actividad, según Ospina (2013), se materializa bajo principios de eficiencia, 
eficacia y calidad, integrando los siguientes elementos o mecanismos:  
 La gestión por resultados, entendida como el esquema en el que la administración 
debe incluir los siguientes lineamientos: Flexibilidad a las entidades que ejercen 
control y vigilancia a las agencias de la administración pública en su gestión; 
Rendición de cuentas de las entidades, la cual se realiza mediante la evaluación de 
desempeño, en la que se busca establecer la eficacia y eficiencia en la prestación 
del servicio; y por último,  un esquema de incentivos que permita generar “premio 
o castigo” por los resultados de la evaluación (Lacoviello, Pulido 2013).  
Para la materialización de la gestión por resultados es necesario tener claro que el 
enfoque primordial es crear valor público y las herramientas para llevarlo a cabo, y por ende 
deben tenerse en cuenta cinco 5 pilares para su materialización: 
1. “Planeamiento Estratégico. Es el proceso sistemático construido sobre el 
análisis continuo de la situación actual y del pensamiento orientado al futuro, 
el cual genera información para la toma de decisiones con el fin de lograr los 
objetivos estratégicos establecidos.” Centro Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo (CLAD) (Serra, 2007). 
Insta específicamente en las estrategias del gobierno, sus ministerios o departamentos, 
las empresas públicas, las cuales deben contener un enlace entre la acción del gobierno y el 
diseño organizativo, los cuales deben fundarse en las leyes y debe ser demostrados con la 
capacidad institucional que el gobierno tendrá para ejecutar los programas creados para 
resolver las problemáticas sociales.  
2. “Presupuesto por Resultados. Es una estrategia de gestión pública que vincula 
la asignación de recursos a productos y resultados medibles a favor de la 
población, que requiere de la existencia de una definición de los resultados a 
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alcanzar.” Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 
(CLAD) (Serra, 2007). 
Esta herramienta se incluye por medio de Programas Presupuestales, incentivos 
e indicadores de desempeño, los cuales definen la elaboración del plan de gobierno. El 
presupuesto establecido indica el accionar de las instituciones en la producción de los bienes 
y servicios lo que representa el plan de gobierno y el cumplimiento de los programas. 
El presupuesto asignado será distribuido al nivel de la cartera estratégica y programas, 
donde se evidencia el avance del desempeño y la gestión. Esto permite identificar el éxito o 
fracaso de la gestión por resultados, donde interviene de manera directa el presupuesto 
asignado y los resultados obtenidos con eficiencia. 
3. “Gestión Financiera. Es el conjunto de elementos administrativos de las 
organizaciones públicas que hacen posible la captación de recursos y su 
aplicación en la concreción de objetivos y las metas del Sector Público. Está 
conformada por los principios, las normas, los organismos, los recursos, los 
sistemas y los procedimientos que intervienen en las operaciones de 
programación, gestión y control necesarias tanto para la captación como para 
el gasto de recursos” Centro Latinoamericano de Administración para el 
Desarrollo (CLAD) (Serra, 2007).  
 
Establece específicamente que en Colombia no existe una única instancia que sea 
responsable de la gestión global de los recursos públicos, por consiguiente, existen 
instituciones que son responsables del Plan, Presupuesto, Contabilidad, Control y la 
Tesorería, que, a través de procesos y procedimientos, cumpliendo con los lineamientos 
legales, se concatene con el desarrollo tecnológico, y que den cuenta de la ejecución 
financiera en tiempos reales, además de ser oportuno y confiable. 
 
Es necesario resaltar que en los casos que no se reporta la información contable de 
manera oportuna, se observa la necesidad de incluir en el proceso las operaciones manuales, 
los cuales son asignados a ciertos funcionarios materializando la discreción de los usuarios, 
disminuyendo la oportunidad y calidad de la información fiscal y financiera de la ejecución 
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presupuestal, ya que en el evento que el servidor no se encuentre o sea removido se genera 
un impacto negativo.  
 
4. “Gestión de Programas y Proyectos. Es el medio a través del cual el Estado 
produce los bienes y servicios que permiten alcanzar los objetivos 
establecidos en el plan de gobierno que protejan sus derechos cuando sean 
vulnerados.” Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 
(CLAD) (Serra, 2007). 
Permite identificar el resultado de ejecución de los proyectos de inversión: qué 
impacto generan, quién la produce, cuánto se produce, qué resultados se planea lograr con 
esos bienes y servicios prestados y cuánto cuesta lograr dichos resultados. 
Este proceso de la ejecución de los proyectos, así como del cumplimiento de metas 
en cada una de las etapas permite visualizar la ejecución y cumplimiento del presupuesto 
asignado, así mismo, insta a hacer el seguimiento futuro del proyecto, desde el punto de vista 
presupuestal, financiero, físico y de metas de los indicadores.  
Busca evidenciar si se ejecutaron efectivamente los gastos, logrando los productos, 
componentes y los beneficios e ingresos programados, para con ello establecer conceptos de 
viabilidad. Igualmente, refleja si la entidad denota baja ejecución presupuestal, lo cual sirve 
como base para la asignación de presupuesto de las próximas vigencias.  
5. “Monitoreo y Evaluación. El monitoreo es la función continua que utiliza la 
recopilación sistemática de datos sobre indicadores predefinidos para 
proporcionar a los administradores y a las principales partes interesadas de 
una intervención para el desarrollo de indicaciones sobre el avance y el logro 
de los objetivos, así como la utilización de fondos asignados. Centro 
Latinoamericano de Administración para el Desarrollo (CLAD) (Serra, 
2007). 
Establece el registro de la información, identificación y establecimiento de variables 
que permiten desarrollar reportes continuos, y a su vez, proporcionar a las entidades y a los 
ciudadanos indicadores sobre el avance y los logros obtenidos de los recursos asignados, de 
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los cuales se hace el respectivo análisis para la generación de recomendaciones y posibles 
implementaciones. 
Los indicadores de desempeño miden el logro de resultados y atributos de los 
productos, tomando como líneas las dimensiones de eficacia, eficiencia, calidad y economía 
que miden las cantidades de bienes y servicios provistos por las entidades públicas, 
denominados productos y actividades la ejecución financiera y avance de ejecución de las 
metas físicas de los proyectos asignados. 
6. La administración de los clientes, en donde las entidades actuales, con la 
llegada de la globalización, los cambios culturales, políticos, tecnológicos y 
sociales, ha venido dando un papel muy importante al cliente tanto interno 
como externo, siendo estos elementos fundamentales en la gestión de las 
entidades en pro de los servicios a la ciudadanía y su satisfacción. 
Por consiguiente, es necesario tener en cuenta la participación de cada uno de ellos así:  
6.1 Cliente interno, siendo estos los servidores públicos de las mismas entidades 
que ejercen la actividad estatal para el cumplimiento de sus fines, los cuales 
consisten en creer y vender la misión de la entidad, teniendo en cuenta las 
necesidades y prioridades para hacerlos partícipes de la elaboración de los 
procesos, procedimientos y los objetivos institucionales. 
 
De la misma forma las entidades deben propender por la estabilidad, seguridad y la 
satisfacción de sus empleados generando alternativas por medio de los planes de 
capacitación, planes de bienestar, seguridad y salud en el trabajo, planes de incentivos, etc., 
que permitan la satisfacción del cliente interno y esto se evidencia en la eficacia y la eficiencia 
y eficacia de los procesos, el nivel de apoyo, contribución entre compañeros, el trabajo en 
equipo y la calidad en el servicio. 
 
6.2 Cliente externo, siendo estos la ciudadanía orientado directamente a 
armonizar la relación existente entre las necesidades de los ciudadanos y la 
actividad administrativa, en donde la finalidad es la satisfacción de la 
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ciudadanía en donde las entidades deben disponer los recursos humanos, 
tecnológico, etc., que permitan el acceso eficaz, eficiente y permanente a los 
ciudadanos.  
La satisfacción de la ciudadanía se basa en la atención, la comprensión, el buen 
servicio, el sentirse bienvenido, sentirse importante, sentir comodidad, confianza y sobre 
todo sentirse escuchado en cuanto a las problemáticas y vulneración de los derechos esto 
conlleva a que seguirá adquiriendo los productos o solicitando los servicios de la 
administración.  
Por lo tanto, y teniendo en cuenta la misión del estado es necesario que las entidades 
tengan una organización eficiente y competitiva, donde debe darse la misma importancia a 
los dos tipos de cliente, externo e interno, elementos indispensables para llegar a una buena 
gestión pública con calidad, eficiencia, eficacia.  
7. La gestión estratégica, que según William Ospina (2013), es el instrumento 
que regula procesos, procedimientos, dependencias, acciones de mejora, 
“para promover y conducir el desarrollo territorial, mediante la identificación 
de una visión estratégica compartida que genere cohesión y permita coordinar 
acciones de los principales actores públicos, privados y sociales”  
La gestión estratégica eficaz es esencial para las entidades, y en ella es relevante tener en 
cuenta la planificación, el establecimiento de objetivos y procesos, metas, estos pasos pueden 
acortarse o ampliarse con base a los objetivos de la administración, en la cual incide  
  
a) La Visión, la cual ayuda a definir los propósitos y metas efectivas y crecer, 
por lo cual debes incluir objetivos específicos que lideren la constancia y las 
funciones de la entidad. 
b) Identificar Metas Claras a corto y a largo plazo y deben ser desarrolladas con 
la intención de cumplirlas y generar valor agregado a la gestión, esto 
conlleva a que se busque la ampliación de objetivos y estrategias de la 
entidad que visualicen la gestión pública. 
c) El Desarrollo e implementación de un plan, es el análisis de las funciones y 
un conjunto de metas lo que permitirá de manera eficaz manera de delegar 
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funciones y responsabilidades a los servidores públicos y a las entidades 
administrativas.  Esta es la base del plan, identifica consecuentemente la 
participación y responsabilidad de todos estableciendo plazos para el 
cumplimiento de las metas y objetivos.  
d) Evaluación y seguimientos a los resultados, incide en el proceso de 
cumplimiento de metas y objetivos, el seguimiento de resultados 
estableciendo plazos que se cumplen (o no se cumplen), generando reportes 
de cumplimientos de realidad que evalúa la planeación, ejecución, 
seguimiento y presupuestos para las vigencias futuras. 
8. La evaluación y el seguimiento, que hace referencia a la herramienta que se 
encarga del acompañamiento y control técnico de los diferentes proyectos. 
Tiene como objetivo generar un sistema funcional de procesos y 
procedimientos que permitan controlar la eficacia de la ejecución de los 
mismos y establecer el impacto real con base en su ejecución. (Alianza 
Mundial para la Participación Ciudadana, 2015)  
Esta denota una herramienta de trabajo interinstitucional y gerencial en línea para la 
programación, gestión y monitoreo de los resultados de los principales programas de acción 
de la Administración Distrital. En este Sistema interactúan las entidades que se involucran 
con los programas de gobierno las cuales tiene la obligatoriedad de reportar periódicamente 
la información de los avances alcanzados respecto a las metas cuatrienales y anuales 
relacionadas con el Plan Distrital de Desarrollo y otros compromisos prioritarios.  
Partiendo de un valor agregado en beneficios en la generación y uso de la 
información, como un proceso continuo de recolección y análisis de información, permite 
determinar el grado de avance los programas enfocados en los proyectos de inversión que 
inciden en la conformación de las políticas públicas registradas en el Sistema de Seguimiento 
a Proyectos de Inversión – SPI. 
Este ejercicio de evaluación y seguimiento que establecen lo que se va a medir, cómo 
se va a medir y en qué momento, el avance de los logros de los objetivos y las metas en 
tiempos reales, así mismo, hace evaluaciones determinantes de los efectos de la gestión 
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institucional en la garantía de los derechos, satisfacción de las necesidades y atención de la 
problemática social de la ciudadanía. 
Finalmente hace la valoración y evolución de la gestión administrativa de los 
servidores públicos, con la evaluación de los planes de gestión de las entidades y las 
evaluaciones de desempeño laboral, que permite identificar los riesgos, los puntos críticos de 
trabajo, oportunidades de mejora, y necesidades de los grupos de valor de acuerdo con la 
política de administración y elaborar planes de mejoramiento. 
La evolución de los directivos y de la alta dirección con base al desempeño 
institucional debe permitir dar lineamientos claros basados en la información y evaluación 
de los datos que surgen por el seguimiento y la evaluación para mejorar los productos y 
servicios prestados por la entidad y con ello gestionar los recursos y facilitar la rendición de 
cuentas a los ciudadanos y organismos de control. 
1.7.     Gobernabilidad y su papel en el aprovechamiento del espacio público. 
Como lo mencionamos anteriormente, la gestión pública tiene como finalidad principal y 
única el brindar servicios a sus asociados y garantizar todas aquellas herramientas que 
permitan una vida digna a quienes conforman el conglomerado poblacional del Estado, y 
debe desarrollarse sobre la base de una técnica guiada por herramientas modernas que 
permitan el control del aparato estatal. Estas herramientas, según la definición concluida 
anteriormente en el presente documento, deben ser establecidas por la gobernabilidad del 
estado, y ejecutadas directamente por la gestión pública. 
Es decir, que mientras que la gobernabilidad establece las herramientas jurídicas para 
garantizar el cumplimiento de las funciones del Estado, la gestión pública debe velar por el 
cumplimiento de las disposiciones allí planteadas, mediante el control y administración de 
las funciones de las diferentes entidades (descentralización), lo cual nos permite concluir que 
existe una íntima relación entre los dos conceptos para lograr un aprovechamiento efectivo 
del espacio público.  
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Luego de las afirmaciones anteriores, es necesario establecer qué es el 
aprovechamiento económico del espacio público, con el fin de inferir cuáles son los factores 
que se involucran directamente con la gobernabilidad y la gestión pública.  
Según el diccionario de la Real Academia Española, “aprovechar” significa emplear 
útilmente algo, hacerlo provechoso o sacarle el máximo rendimiento, bajo el entendido que 
ese “algo”, para el caso en cuestión, sería el espacio público. 
Para Olga Segovia (2007), “el espacio público es una forma de representación de la 
colectividad y también un elemento que define la vida colectiva”. Lo anterior, observado 
desde el punto de vista organizacional más que del socio jurídico, el cual indica que “ciudad 
es un conjunto de espacios públicos o la ciudad misma es un conjunto de espacio público a 
partir de la cual se organiza la vida colectiva y donde hay una representación de esa sociedad” 
(Carrión, 2007).  
Según Aramuru (2008), el espacio público es urbano y está compuesto por calles, 
plazas y parques. Lo anterior, según Pablo Páramo (2010), hace que el espacio sea el 
escenario en el que nos relacionamos principalmente entre extraños, lo que lo hace propicio 
para la difusión y el seguimiento de las reglas y normas orientadas hacia la socialización y la 
convivencia. 
En conclusión, el espacio público de manera general incluye calles, barrios y plazas 
y demás lugares en los que se genere una interacción por parte de los habitantes, siendo éste 
“el escenario por excelencia de aprendizaje y exhibición de las prácticas sociales que 
identifican y cohesionan los grupos culturales” (Páramo 2010). 
Según el Decreto 456 de 2013, el aprovechamiento del espacio público se traduce en 
generar recursos que garanticen el mantenimiento y preservación del espacio público 
existente en la ciudad. 
El aprovechamiento del espacio público es, entonces, el rendimiento monetario que 
tienen los lugares o escenarios en donde se presenta una interacción social, aprovechamiento 
que, para el objeto del presente documento, debe dirigirse al Estado, es decir, que debe 
representar un rendimiento para el crecimiento financiero de la ciudad. 
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En este orden de ideas, se entiende que las herramientas jurídicas (gobernabilidad) 
deben estar orientadas a la organización efectiva del espacio público para lograr un desarrollo 
económico que represente un rendimiento equitativo para el Estado y sus habitantes, cuyo 
cumplimiento y eficacia está a cargo directamente de la Gestión Pública. Es decir, que de la 
efectiva y eficiente actividad gubernamental (gobernabilidad y gestión pública) depende la 
utilidad de la organización del aprovechamiento económico del espacio público, en beneficio 
de la comunidad y de la administración. 
Lo anterior, permitiendo el desarrollo social y cultural, dada la importancia del 





































¿Cuál es el impacto del aprovechamiento del espacio público en la localidad de la 
candelaria en los años 2017 y 2018? 
 
La presente investigación se fundamenta en el método cuantitativo, debido a que se lleva a 
cabo el estudio del impacto del aprovechamiento del espacio público reglamentado en el 
Decreto 456 de 2013, teniendo en cuenta el concepto de gobernabilidad y la aplicación que 
de esta norma se genera, basados en datos numéricos obtenidos de la recolección de la 
información real.  
De la misma manera, se trata de una investigación cuantitativa, ya que se observa en 
el estudio una relación numérica de la información recolectada en trabajo de campo, datos 
que son cuantificables y que se pueden describir de manera focalizada con una causa y un 
efecto. La misma tiene como objetivo obtener respuestas concretas a las problemáticas 
sociales evidenciadas respecto la ineficacia e ineficiencia de la administración en el 
aprovechamiento del espacio público, tomando como muestra la población ubicada en el 
sector de la localidad de La Candelaria, y con ello dar un resultado que permita la toma de 
decisiones y que coadyuve a identificar las posibles soluciones  
Dentro del método cuantitativo analítico se llevará a cabo una observación indirecta 
identificando los datos reales, con el fin de establecer factores y características que faciliten 
la compresión del problema del impacto del aprovechamiento del espacio público en la 
Localidad de la Candelaria. En consecuencia, este método investigativo se basa en la 
comparación de los elementos y las competencias de las diferentes entidades y su 
funcionamiento e impacto para los ciudadanos de acuerdo con la gestión administrativa. 
Para ello, siguiendo la línea de investigación, se tendrán en cuenta las solicitudes 
existentes en la Secretaría Distrital de Gobierno, el Departamento Administrativo de la 
Defensoría del Espacio Público y la Alcaldía Local de Candelaria, en comparación con los 
factores de Gobernabilidad. 
El resultado de la recolección de la información anteriormente mencionada generó 
una base de datos con un total de 900 solicitudes correspondientes a las vigencias 2017 y 
46 
 
2018, que representan el 100% de la información, de las cuales se realizó un muestreo de 300 
solicitudes que corresponden al 33% del total de las solicitudes presentadas, lo cual permitió 
reconocer el comportamiento de dichos indicadores en la gestión administrativa de las tres 
categorías ya dichas, así: 
Los elementos o variables a tener en cuenta para la clasificación de la información, 
fueron seleccionados de acuerdo con la unidad de análisis y sus repercusiones, que se pueden 
observar directamente en los documentos tomados para la base de datos elaborada, y a su 
vez, teniendo en cuenta el eje temático de la gobernabilidad y la democracia establecido por 
William Ospina (2013) para las líneas de investigación, los cuales son: Derechos humanos, 
igualdad de género, prevención de la corrupción, democracia participativa y la formación de 




Grafica No.  1 Comportamiento de la Gobernabilidad Administración del Espacio Público.  




Muestreo     
33%
Recolección de datos por entidades 
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Elaborado por los autores. 
 
Las siguientes graficas representan los elementos anteriormente mencionados, con 
respecto de cada una de las entidades que suministraron las fuentes formales de la 
información de las solicitudes de los ciudadanos. 
En el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público (DADEP) 
se obtuvieron datos de 24 solicitudes o requerimientos correspondientes a la vulneración del 
espacio público, de los cuales 3 de los 5 Indicadores trabajados tienen mayor frecuencia 
siendo estos: Con el 21% el elemento de Igualdad de Género, con un 25% el elemento de 
Derechos Humanos y un 29% corresponde al elemento Democracia Participativa y 
Formación del Sujeto Político. Los dos indicadores restantes con baja frecuencia 
corresponden a un 13 % en la Promoción del Estado de Derecho y la Justicia y el 13% restante 
es correspondiente al elemento de la Prevención de la Corrupción como resultado de los 
elementos tomados como referencia para el análisis de esta investigación. 
Muestro de Solicitudes por Entidad   
Entidades Frecuencia 
Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público (DADEP) 
24 
Alcaldía Local de la Candelaria 106 





Sistema Administrativo de peticiones, quejas, reclamos y sugerencias en el DADEP 
Grafica No. 2 Reporte de Información Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público 
(DADEP) 2017 y 2018 
Elaborado por los autores 
Elaborada por: los autores 
 
La muestra que se analiza en la Secretaria Distrital de Gobierno corresponde a un 







Democracia participativa y formación del sujeto político
Derechos humanos
Promoción del Estado de Derecho y la justicia
Otros
Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público 
(DADEP) 
Elemento Frecuencia 
Igualdad de Género 5 
La Democracia Participativa y la Formación de Sujeto Político 7 
Los Derechos Humanos  6 
Promoción del Estado de Derecho y la Justicia 3 




De este 100%, el elemento Promoción del Estado de Derecho y la Justicia ocupan un 
37% de las solicitudes registradas siendo el elemento con mayor predominio, seguido de la 
Prevención de la Corrupción que logra un 22% de las solicitudes recepcionadas. 
Los demás elementos se presentan en un menor porcentaje, no por ello menos 
importante, pues como claramente la gráfica lo representa; con un 17% la Democracia 
Participativa y la Formación del Sujeto Político se convierte en el tercer elemento por el cual 
las personas mayoritariamente consultan ante la Secretaria Distrital de Gobierno. Así mismo, 
el elemento Derechos Humanos e Igualdad de Género corresponden a un 13% y 11% 
respectivamente. 
En la Alcaldía Local de la Candelaria, las muestras arrojan que del 100% de las 
solicitudes recibidas según la muestra analizada, hay un porcentaje del 68% de las solicitudes 
que se enfocan al elemento Promoción del Estado de Derecho y la Justicia, el 17% 
corresponde a Democracia Participativa y la Formación del Sujeto Político, el 7% 
corresponde a Igualdad de Género y Derechos Humanos, y el 1% correspondiente a la 
Prevención de la Corrupción. 
 
Sistema de Gestión documental ORFEO (PQRS) en la Alcaldía Local de La Candelaria 
Grafica No.  3 Reporte de Información Alcaldía Local de la Candelaria 2017 y 2018 







Alcaldía Local de La Candelaria
Igualdad de género
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Alcaldía Local de la Candelaria 
Elemento Frecuencia 
Igualdad De Género 8 
La Democracia Participativa y la Formación de Sujeto Político 18 
Los Derechos Humanos  7 
Promoción del Estado de Derecho y la Justicia 72 
Prevención de la Corrupción 1 
Total 106 
ELABORADO POR LOS AUTORES 
Cabe resaltar que según las anteriores estadísticas tenemos un fuerte predominio de 
solicitudes en donde la comunidad reclama presencia del Estado, la defensa de sus derechos 
y la promoción de acuerdos amigables y justos, estos adelantados entre la comunidad, la 
sociedad y la Administración Distrital. 
 
Sistema Administrativo de peticiones, quejas, reclamos y sugerencias en la Secretaria de Gobierno 
Grafica No. 4 Reporte de Información Secretaria Distrital de Gobierno 2017 y 2018 
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Secretaria Distrital de Gobierno 
Elemento Frecuencia 
Igualdad De Género 19 




Los Derechos Humanos  21 
Promoción del Estado de Derecho y la Justicia 63 
Prevención De La Corrupción 38 
Total 170 
 
Elaborado por los autores 
 
 
Así mismo, se hizo necesario dentro de la investigación graficar cada uno de los 
elementos y su comportamiento para que se evidenciara de forma clara los índices de 
vulnerabilidad en cada una de las entidades analizadas. 
 
1. Los Derechos Humanos 
Como quiera que los derechos humanos contienen los requisitos mínimos para una vida digna 
y con libertad, donde todo ser humano nace con derechos inherentes de carácter inalienables, 
y que, por esta razón, todas las políticas y marcos institucionales deben responder a los 
reclamos y necesidades de los ciudadanos que se concadenan con los derechos humanos que 
afectan directamente el nivel de gobernabilidad del estado. el mínimo vital, siendo esté un 
derecho fundamental que tiene como característica ser cualitativo, es decir, que a cada 
persona natural se puede ver agravada en mayor o menor proporción la vulneración de dicho 
derecho, ya que el contenido del mínimo vital depende de las condiciones particulares de 
cada persona y además tiene sus raíces en el principio de solidaridad social y recuerda las 
obligaciones del Estado hacia los particulares, adicional a ello, las autoridades han sido 
instituidas para respetar y hacer que se respeten la vida, honra y bienes de toda la sociedad 
en general.  
En consecuencia de lo anterior, el derecho al trabajo, a una alimentación mínima, el 
derecho a una vivienda digna, el derecho a la igualdad hacen parte de los D.D.H.H , y son las 
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diversas entidades del Estado (teniendo en cuenta los fines del mismo), las encargadas de 
directamente ejecutar, proteger y asegurar la vida digna de la persona y su familia en lo 
relativo a alimentación y vestuario, salud, educación, vivienda, seguridad social y medio 
ambiente, entre otros factores que se consideran insustituibles para la preservación de una 
calidad de vida que, corresponde a las necesidades más importantes del ser humano.  
Finalmente es importante mencionar cómo la Corte Constitucional ha venido 
ratificando esta teoría de protección al mínimo vital, luego de su pronunciamiento a través 
de la Sentencia 772 de 2003, la cual indica, “Ese es, precisamente, el fundamento último del 
reconocimiento y promoción del derecho al mínimo vital, entendido como una pre-condición 
básica para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona; tal 
reconocimiento, ampliamente acogido por la jurisprudencia constitucional colombiana, 
también se encuentra plasmado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, cuyo 
artículo 25 dispone que “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios...”. 
 
 
Grafica No. 5 Reporte de Información Entidades 2017 y 2018 



















Alcaldía Local de la Candelaria 7 
Secretaria Distrital de Gobierno (SDG) 21 
Total 34 
 
Elaborado por: Los autores 
 
Por tanto, el elemento Derechos Humanos es mayoritariamente consultado en la 
Secretaria de Gobierno, en donde representa un 62% con respecto a la Alcaldía Local de la 
Candelaria y el DADEP, en donde ocupa el 20% y el 18% de las solicitudes recibidas 
respectivamente. 
 
Estos resultados permiten evidenciar que teniendo en cuenta que la mayoría de las 
reclamaciones se dan en Secretaría Distrital de Gobierno, es claro que el ciudadano reconoce 
en esta entidad una autoridad y un medio más efectivo para el reconocimiento de sus derechos 
y solución pronta de sus solicitudes.  
 
2. Igualdad de género 
La carta constitucional colombiana ha enlistado como derecho fundamental en su 
artículo 13 la igualdad, entendida como protección y trato digno y con las mismas 
oportunidades tanto para mujeres, hombres y niños sin hacer distinción alguna entre ellos 
que generen desigualdad en su contra.  
Esta debe propender por la seguridad y participación de manera digna mediante 
mecanismos de inclusión, reconociendo a mujeres y hombres como diferentes en cuanto a 
pensamiento, comportamientos, habilidades y aptitudes, pero no en el acceso a oportunidades 
de desempeño laboral, académico y social etc. De esta manera, la igualdad de género debe 
ser entendida y planeada desde la administración pública como un principio universal, 
generador de oportunidades para todas y todos sus asociados previniendo cualquier tipo de 
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discriminación que se pueda llegar a generar en la ciudad, ya sea por la creación y acceso a 
políticas institucionales o por falta de regulación de las mismas.  
 Así las cosas, este elemento analizado por el grupo investigador es de mayúscula 
importancia para la construcción de ciudad, bajo el entendido de satisfacer y garantizar 
acceso de oportunidades a todos.  
 
 
Grafica No.  6 Reporte de Información Entidades 2017 y 2018 
Elaborado por los autores 
 
Igualdad de Género 
Entidad Frecuencia 




Alcaldía Local de la Candelaria 8 
Secretaria Distrital de Gobierno (SDG) 19 
Total 32 
Elaborado por los autores 
 
Según las muestras analizadas, el elemento Igualdad de Género puede clasificarse 
como uno de los más polémicos de la presente investigación, ya que, en comparación con los 












de la cantidad de solicitudes en cada una de las entidades respectivamente. En su orden, en 
la Secretaria de Gobierno con un 59%; en la Alcaldía Local de la Candelaria con un 25%, y 
el DADEP en el que se observa un 16% de las solicitudes recibidas respectivamente.   
 
3. Prevención de la corrupción 
 
En éste elemento, según Ospina (2013), convergen “el estudio de las instituciones y los 
mecanismos de articulación con la ciudadanía para desarrollar procesos de veeduría y control 
bajo principios de integridad, transparencia y rendición de cuentas, y cómo estos inciden 
negativa o positivamente en los niveles de gobernabilidad en los diferentes niveles de 
gobierno” (SIC), y también se hace referencia a las herramientas para la prevención de la 
corrupción y para el desarrollo de la gestión pública, las cuales son, entre otras, planes 
anticorrupción y mapas de riesgos de corrupción, instrumentos implementados por la Ley de 
transparencia y acceso a la información pública y plan de atención a la ciudadanía.  
 




Grafica No. 7 Reporte de Información Entidades 2017 y 2018 










Prevención de la corrupción
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Prevención de la Corrupción 
Entidad Frecuencia 




Alcaldía Local de la Candelaria 1 
Secretaria Distrital de Gobierno (SDG) 38 
Total 40 
 
Elaborado por los autores 
 
Como se observa en los resultados anteriores, las solicitudes, que pueden ser tomadas 
como denuncias o reportes de corrupción, son entregadas directamente en la Secretaría 
Distrital de Gobierno, dado que es la entidad cabeza de Sector, y por lo tanto el DADEP es 
una entidad adscrita y las Alcaldías Locales son entidades vinculadas.   
En este orden de ideas, el 95% de la población siente la obligación de reportar las 
irregularidades al superior jerárquico, quien ejerce sus funciones de vigilancia a través de la 
oficina de control interno, la cual se encarga de auditar los procesos y procedimientos 
establecidos para el cumplimiento de las funciones, al igual que el seguimiento de la matriz 
de riesgos de corrupción y la oficina de asuntos disciplinarios, quien lleva a cabo el control 
de las denuncias por corrupción. 
Este resultado muestra una alta interacción, llevada a cabo de manera directa por parte 
del ciudadano en relación con los entes que ejercen el control de la actividad administrativa 
de las entidades.  
A su vez, es importante mencionar la actividad realizada por parte de la veeduría, 
quien cuenta con procedimientos de seguimiento a los índices de las acciones de mejora de 
las dependencias y en comunicación con el acompañamiento de los líderes de los procesos, 
da a conocer a la ciudadanía en el desarrollo de su actividad publicando los resultados de la 





4. Democracia participativa y la formación de sujeto político 
El estudio de la democracia participativa y la formación de sujeto político son elementos 
indispensables en el análisis de la gobernabilidad, bajo una concepción moderna de estado, 
conformado por un territorio, una población, un orden social, político y jurídico, y un 
conjunto de autoridades dotadas de mecanismos de ejercicio y control del poder. 
Así mismo, es deber primordial de las autoridades el dar respuesta oportuna a las 
peticiones que se le formulen y que tengan relación directa con las actividades a su cargo.  
Por ello es deber de la administración en la gestión pública actuar de manera 
consecuente en sus relaciones jurídicas con los particulares teniendo en cuenta los 
precedentes, para no sorprender a los ciudadanos con conductas que sean contrarias a lo 
estipulado legalmente, lo que implica de una parte, el deber de proceder con lealtad en las 
relaciones de la Democracia participativa y la formación de sujeto político y, de otra, esperar 
que los demás asociados procedan de la misma forma.  
Cabe anotar que se pretende y se exige que así sea con todas las relaciones de derecho, 
especialmente en aquellas en las que participa la administración, teniendo en cuenta su papel 
en la organización del Estado. 
De tal manera, este elemento o variable irradia toda la actividad del Estado, la razón 
por la cual se debe suscitar la Democracia participativa y la formación de sujeto político, y 
consiste en que tal sistema brinda la oportunidad directa a los ciudadanos de participar en las 
decisiones de la gestión pública orientadas a desarrollar una economía socialmente justa y 
humanista. 
Así las cosas, se supone que los ciudadanos deban acudir a los mecanismos de 
participación establecidos por la ley, y para ello fue necesario en la recolección de 
información, investigar si los ciudadanos ejercen su derecho de vigilancia ciudadana, 
reportando los casos de corrupción que observan y que afectan sus derechos, actividad de la 




Grafica No.  8 Reporte de Información Entidades 2017 y 2018 
Elaborado por los autores 
 
La Democracia Participativa y la Formación de Sujeto Político 
Entidad Frecuencia 




Alcaldía Local Candelaria 18 
Secretaria Distrital de Gobierno (SDG) 29 
Total 54 
 
Elaborado por los autores 
El elemento Democracia Participativa y la Formación de Sujeto Político, es 
mayoritariamente consultado en la Secretaria de Gobierno, en donde representa un 54% con 
respecto a la Alcaldía de la Candelaria y el DADEP, en donde ocupa el 33% y 13% de las 
solicitudes recibidas respectivamente. 
Las reclamaciones evidencian la realidad de las necesidades de la comunidad para 
mejorar su calidad de vida, y por lo tanto debe buscarse institucionalizar la participación 
ciudadana, lo cual permite fortalecer la responsabilidad y la transparencia de los responsables 
políticos, además de mejorar la capacidad de los clientes internos para articular sus intereses 









La democracia participativa y la 
formación de sujeto político
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5. Promoción del Estado de Derecho y la justicia 
Según Ospina, quien identificó y describió todos los elementos de la gobernabilidad, “todas 
las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el propio estado, están 
sometidas a leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican 
con independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios 
internacionales de derechos humanos” (Ospina, 2013). 
  Es entonces la obligación del Estado, además de hacer cumplir las normas que se 
promulgan, velar por que esta actividad sea realizada teniendo en cuenta el principio de 
igualdad, escuchando, identificando y actuando respecto de las inconformidades que la 
actividad legislativa genera, y buscado el bien de todo el pueblo. 
De acuerdo con el principio de Estado de Derecho, es del entender del grupo 
investigador que se debe generar un respeto del Estado de Derecho con el fin de proteger los 
derechos humanos, alcanzar la paz y lograr un progreso cultural y económico. 
Fue entonces objetivo del grupo investigador en la recolección de la información, 
identificar la existencia de solicitudes que involucraran un reporte de corrupción que los 
ciudadanos observaran en cualquiera de los organismos del estado, respecto de lo cual se 
evidenciaron los siguientes resultados:  
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Promoción del estado de derecho y la justicia 
Entidad Frecuencia 




Alcaldía candelaria 72 
Secretaria Distrital de Gobierno 63 
Total 138 
Elaborado por los autores 
El elemento Promoción del Estado de Derecho y la Justicia, cambia la constante que 
se ha venido presentando con respecto a los demás elementos, pues estos eran consultados 
mayoritariamente en la entidad de la Secretaria de Gobierno, pero el elemento en mención 
presenta dos constantes muy marcadas de consulta en la Alcaldía de la Candelaria con un 
52% y la Secretaria de Gobierno con un 46%; mientras que en el DADEP es casi nulo, con 
tan solo un 2% de las solicitudes con respecto a las demás entidades. 
Esto permite concluir que, por una razón no identificada, no llegan reclamaciones a 
la Secretaría de Gobierno, que siendo la cabeza de la administración distrital es quien debe 
estar a cargo del control de todas las actividades, situación que evidencia la desconfianza de 
la ciudadanía en la autoridad administrativa.  
 
6. Otras solicitudes. 
Se encontraron durante la recolección de la información, solicitudes con peticiones que no 
se relacionan con ninguno de los mecanismos de la gobernabilidad expuestos por Ospina en 
el 2013, las cuales deben ser tenidas en cuenta en la graficación y tabulación de la 
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Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio 
Público (DADEP) 
3 
Alcaldía Candelaria 1 
Secretaria Distrital de Gobierno 38 
Total 42 
Elaborado por los autores 
El elemento que corresponde a otro tipo de solicitudes, es mayoritariamente 
consultado en la Secretaria de Gobierno, en donde representa un 91% con respecto el 
DADEP, en donde ocupa el 7% y 2% en la Alcaldía de la Candelaria de las solicitudes 
recepcionadas.  
El elemento que corresponde a Prevención de la Corrupción en las solicitudes 
estudiadas, es mayoritariamente consultado en la Secretaria de Gobierno, en donde 
representa un 91% con respecto el DADEP, en donde ocupa el 7% y 2% en la Alcaldía de la 












Es de resaltar que la entidad en donde cada elemento tuvo mayor número de recepción 
de solicitudes fue la Secretaria de Gobierno, entidad que al parecer se posiciona como una 
de las predilectas al momento de hacer solicitudes.  
En atención a todo lo anterior, observamos el resultado de la revisión, depuración, 
organización y procesamiento de la información, traducido en la descripción del 
comportamiento de la gobernabilidad en la localidad de La Candelaria, teniendo en cuenta 
cada una de las variables anteriores. 
Frente a la variable atinente a los D.D.H.H., podemos evidenciar que, en los registros 
de la Secretaría de Gobierno, el 12,3% de las reclamaciones se refieren a la violación de los 
derechos fundamentales. En los registros del Departamento Administrativo de la Defensoría 
del Espacio público (DADEP), el 33% de las reclamaciones hacen referencia a ésta variable, 
y en los archivos de la Alcaldía Local de La Candelaria, solamente el 7,5% del total de las 
reclamaciones van dirigidas a ésta posición. 
Con respecto a la igualdad de género, observamos que sólo el 11,17% en el caso de 
la Secretaría de Gobierno y el 7,5% de la alcaldía de Candelaria involucran a la mujer como 
directa afectada de la administración del espacio público. Sin embargo, es en la DADEP 
donde se encuentra el mayor porcentaje de reporte de afectación, con un 20.8%. 
La prevención de la corrupción parece ser el factor o variable menos reportada, puesto 
que en las entidades se evidenciaron reclamaciones en las que los ciudadanos atribuyeran la 
razón principal de su reclamación a reportar o evitar actos de corrupción en la administración 
del espacio público. Lo anterior puede deberse a gran cantidad de factores como coerción, 
conflicto de intereses, entre otros, los cuales no serán objeto de discusión puesto que no es 
éste el objetivo principal de la investigación.  
La democracia participativa, es decir, la intención de la ciudadanía de participar en la 
administración del espacio público presentó los siguientes resultados: 17.5% en la Secretaría 
de Gobierno, 16,9% en la Alcaldía Local de La Candelaria y 33.3% del DADEP. 
Sin embargo, según la información recolectada, es la posición del estado como 
garante de la calidad de vida de los ciudadanos la que se presenta como la principal causa de 
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reclamación por las afectaciones generadas por el uso inadecuado del espacio público, 
teniendo en cuenta que se generó como resultado un 37.05% en la Secretaria de Gobierno, 
un 67,9% en la Alcaldía Local, y un 12,5% en el DADEP.  
 
¿Cuál es el impacto del aprovechamiento del Espacio Público? 
 
Para algunos es importante la defensa del aprovechamiento común del espacio público, dado 
que deben lidiar con infinidad de obstáculos viales y con diversos gestos que muestran 
desagrado frente a la constante invasión que se presenta del espacio público asociado a 
diversos y muy comunes factores. Es tanto que, no sería difícil encontrar constantes episodios 
de disputa en donde cada uno reclama su derecho al uso y goce del espacio público, en donde 
alguien reclama su derecho argumentando una necesidad, ya sea de desplazamiento, de 
apropiación, de descanso o sencillamente de no contaminación visual. 
¿Qué puede causar tanto caos en nuestros espacios comunes, contando con una 
normatividad clara y vigente en nuestro ordenamiento? No cabe duda: Es la lucha por el 
aprovechamiento económico del espacio público, en donde por tener esa categoría se quiso 
obtener beneficios para sí, vulnerando los beneficios comunes para los cuales en realidad fue 
destinado teniendo como objetivo primordial la participación ciudadana en la gestión 
administrativa. 
Las anteriores afirmaciones, tienen un sustento factico en diversos hechos de 
conocimiento común, pero como soporte para la investigación, se encuentra la base de datos 
obtenida del muestreo anteriormente analizada sobre las solicitudes del DADEP 
(Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público), la alcaldía local de La 
Candelaria y la Secretaria de Gobierno,  ratifican lo dicho anteriormente y muestran con 
claridad la magnitud del impacto de la administración inadecuada del espacio público para 
los ciudadanos. 
El impacto mayoritario que ha generado el aprovechamiento económico del espacio 
público, carente de unas políticas de colisión claras, con metas medibles, estrategias 
desarrolladas, estudiadas, implementadas en otros lugares y exitosas. Por ende, es la 
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necesidad de una eficaz promoción del Estado de derecho y la justicia, razón por la cual este 
elemento es de mayor consulta en las plataformas analizadas. 
Teniendo en cuenta que se identificaron brechas metodológicas orientadas al ejercicio 
de la gobernabilidad respecto del cumplimiento del Decreto 456 de 2013, y de acuerdo con 
la jurisprudencia analizada en la presente investigación, pudo observarse como resultado, que 
no existe una norma para la generación, recuperación, aprovechamiento y sostenibilidad del 
espacio público, que determine de manera precisa las actividades de la administración para 
lograr tal fin. 
Para abordar el tema de la gobernabilidad del espacio público en el Distrito Capital 
es imposible hacerlo sin antes considerar un ordenamiento jurídico dentro del cual se pueda 
encuadrar el fenómeno de la ocupación del mismo, dado que es precisamente la norma la 
encargada de que la administración como sujeto activo de la regulación de la ocupación del 
espacio público, por un lado, el sujeto pasivo de las políticas distritales son los transeúntes. 
Está claro que hay que considerar el fenómeno como un problema histórico y es por 
ello que han surgido diversas polémicas a raíz de los intentos tendientes a caracterizarlo de 
una u otra manera, sin que se haya logrado hasta ahora un consenso al respecto. 
Así mismo, existe la problemática de la participación ciudadana la cual hace 
referencia a los procedimientos que aplican las entidades y organismos encargados de regular 
esta materia en Bogotá. De allí surge el término marginalidad, que desde un punto de vista 
netamente material se aplicó a los sectores poblacionales que no tenían una participación 
activa de la ciudadanía; este mismo concepto considerado como una categoría teórica 
representaba la desintegración o desarticulación de esta y la administración para la efectiva 
gobernabilidad. 
Esta forma de gobernabilidad permitirá a la administración obtener una mejora 
respecto de todos los ejes y componentes de la Política Distrital del Espacio Público, puesto 
que ella puede establecerse de manera que permita generar armonía en las actividades de 
cada una de las entidades, y así, tener un mejor control a nivel legal, institucional y de gestión. 
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La mirada que debe darse al aprovechamiento del espacio público va más allá de la 
contribución económica del mismo a la administración y a los usuarios. La tendencia de los 
actores (clientes internos o externos) al hablar de espacio público ha ido encaminada 
principalmente a la actividad económica de la ciudad, sin tener en cuenta otros factores como 
el ambiental, social y cultural, situación que genera un impacto negativo, como se observó 
en el resultado de la presente investigación.  
 De igual forma, la problemática tiene una relación directa con la multifuncionalidad 
de los procesos de espacio público, dado que cada una de las entidades, de acuerdo con sus 
principios y competencias, debe tener una orientación institucional fuerte e idónea que 
garantice la gestión y el cumplimiento de los procesos con miras a alcanzar las metas 
establecidas de acuerdo con los fines para los que cada una de ellas fue creada, las cuales 
claramente no están orientados exclusivamente a el desarrollo económico de la ciudad. 
 Dentro de las entidades encargadas de la titularidad de la regulación del espacio 
público se encuentran los Alcaldes Locales y demás servidores públicos  que por razón de 
sus funciones  deben promover la protección y defensa de estos derechos e intereses, en el 
caso que nos ocupa los Alcaldes Locales deben contar con la atribución de   dictar actos y 
ejecutar  las operaciones necesarias para  la protección , recuperación y conservación del 
espacio público, aquí  se confunden dos calidades, una de ellas la de recaudar y ejecutar 
acciones tendientes a recuperar el espacio público. 
 La Ley 472  de 1998, establece los derechos e intereses colectivos, entre ellos el goce 
del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, para lo cual 
cualquier titular de la acción, entre ellos: “toda persona natural o jurídica, las organizaciones 
No Gubernamentales, las organizaciones Populares, Cívicas o de índole similar, las entidades 
públicas que cumplan funciones de control, intervención o vigilancia, siempre que la 
amenaza o vulneración a los derechos e intereses colectivos no se haya originado en su acción 
u omisión, el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo y los Personeros 
Distritales y municipales en lo relacionado con su competencia y los alcaldes y demás 
servidores públicos que por razón de sus funciones deban promover la protección y defensa 
de estos derechos e intereses.  
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 De igual forma, a pesar de encontrarnos en el siglo XXI, el avance relacionado con la 
tecnología, la administración no ha implementado de manera efectiva plataformas para hacer 
seguro en un cien por ciento la protección de los derechos colectivos. 
La Constitución precisó la forma de hacer efectivos los derechos colectivos a través de la 
consagración de las acciones populares y además definió claramente la competencia al 
respecto de quienes deben definir los usos que se le deben dar al suelo según los intereses, 
en este caso en la localidad de la candelaria del Distrito Capital. 
 Posteriormente, para la efectiva gobernabilidad deben ser creados como mecanismos 
nuevos elementos en cuanto a diferenciales, a lo moderno y a lo tradicional como era la 
capacidad administrativa junto con el desarrollo de las actitudes culturales; de tal suerte que 
el concepto de modernidad o progreso se consideró como la sumatoria de técnicas, 
habilidades y conocimientos contrarias a lo tradicional que sería lo atrasado o relegado, 
desprovisto de los elementos enunciados. 
Como consecuencia de lo anterior, en la Localidad de la Candelaria ha generado 
también como lo muestran las gráficas adjuntas, una carencia de formación de los transeúntes 
y vecinos, una deuda con respecto a la vulneración de derechos humanos y trato adecuado, 
tolerante frente a las demás personas de nuestro mismo género u otro género.  
Éste impacto debe analizarse desde el punto de vista teórico, teniendo en cuenta los 
mecanismos de ejecución de la gobernabilidad, que según William Ospina (2013), son la 
gestión por resultados, la evaluación y el seguimiento, la administración de los clientes y la 
gestión estratégica. 
Enfrentaremos entonces, para determinar el impacto real, las variantes de la unidad 
de análisis con los mecanismos de la gobernabilidad, lo cual nos permitirá dar respuesta a 
nuestra pregunta de investigación. Siendo las variables el resultado de la clasificación de las 
solicitudes, se observa una colisión donde se encuentra una mezcla de intereses y acciones 
de individuos pertenecientes a una comunidad, donde debe prevalecer el interés colectivo 
sobre el individual. 
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El impacto real del aprovechamiento del espacio público, de acuerdo con los 
resultados obtenidos en la investigación, se ve reflejado directamente en la vulneración de 
los D.D.H.H., en la igualdad de género, en la prevención de la corrupción, en la falta de 
democracia participativa y así mismo en la promoción de Estado de Derecho y de Justicia, 
siendo ésta ultima la reportada con la más alta afectación, teniendo en cuenta las garantías 
mínimas que debe proporcionar el estado en dicha filosofía de gobernanza, y que de acuerdo 
con las solicitudes presentadas, no se está cumpliendo, atendiendo a los principios de 




























Mecanismos de la gobernabilidad en Bogotá D.C. 
Para el desarrollo de esta fase de la investigación, se debe tener en cuenta la hipótesis 
planteada en el primer capítulo del presente documento, en la cual se concluye que la 
presencia de problemáticas sociales en torno al aprovechamiento del espacio público 
responde a una falla en la Gestión Pública distrital, cuyo impacto se ve observado social y 
administrativamente en la baja protección de los derechos humanos. 
Con el fin de corroborar lo anterior, se adelantará la triangulación metodológica, 
realizada con base en la conclusión teórica de cada uno de los elementos de la Gestión Pública 
encargados de la ejecución de la norma y sus disposiciones, es decir, la aplicación de la teoría 
de gobernabilidad en el distrito de Bogotá, con respecto de la regulación del espacio público 
y la problemática o impacto evidenciado según el análisis realizado.  
La información se analiza teniendo en cuenta los mecanismos de gobernabilidad que 
tiene el Estado para administrar el aprovechamiento del espacio público, entre los cuales se 
encuentra la gestión por resultados, la administración de los clientes, la gestión estratégica y 
la evaluación y seguimiento. Los elementos mencionados hacen parte de un todo llamado 
Teoría de la gobernabilidad, los cuales a la luz de la gestión pública deben ser ejecutados 
rigurosamente, para así obtener las finalidades propuestas por la administración que desde 
luego tendrán enfoques sociales y de crecimiento económico para sus asociados.  
  De esta manera, cada uno de estos criterios de gobernabilidad serán confrontados a 
la luz del decreto 456 del 2013, por el cual se dictan disposiciones sobre la administración, 
uso y goce del espacio público, y así mismo, será necesario corroborar si la norma 
administrativa cumple con sus funciones sociales de organizar y regir las sanas conductas de 
los habitantes de la ciudad de Bogotá y en especial, de quienes a diario frecuentan el centro 
de la capital. 
   Corresponde presentar a los lectores cada uno de los mecanismos de la 
gobernabilidad y su comportamiento frente a la normativa que regula el espacio público y 
los diferentes hechos o comportamientos sociales que fueron objeto de análisis y conclusión 
en el capítulo inmediatamente anterior.  
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1. Gestión por resultados. 
Debería ser imperativo para los estados y administraciones distritales o municipales hacer 
parte de un gran pacto social basado en principios de efectividad, eficiencia y confiabilidad, 
dando paso al verdadero sentido de las administraciones, estas pensadas en y para sus 
comunidades. Pero estos elementos, capaces de crear desarrollo social no obstante su carácter 
de deber ser, lo son aún más para aquellas sociedades subdesarrolladas, en donde 
constantemente se generan incidentes de corrupción.     
Para poder acercarse en la práctica a estos tres principios sociales y de administración 
pública, cabe resaltar que se debe seguir una serie de procesos al interior de las entidades que 
permita llegar a un gran nivel de madurez social.   
Ahora bien, la gestión por resultados es una estrategia administrativa que sirve a las 
administraciones para crear valor público y generar políticas de impacto social.  
¿Puede ser el decreto 456 del 2013 un verdadero ordenamiento legal mediante el cual 
la administración de Bogotá logre crear valor público, a los diferentes lugares sociales, 
culturales y de transito de la ciudad? 
En este sentido, el interrogante mencionado exige una respuesta elaborada basada en 
datos, teorías y reflexiones que se darán a lo largo de este capítulo, pero que de entrada recibe 
una respuesta en sentido negativo, la cual se puede formular de diferentes maneras, tales 
como “no lo es” o “pudo ser”. Este decreto se ha quedado como una disposición más de tantas 
que han pasado a engrosar el histórico de normas expedidas y sancionadas por las 
administraciones sin tener un verdadero impacto en el sector para el cual se expidieron.  
Cabe preguntar a la administración:  
¿El decreto 456 del 2013, fue pensado con base a la situación actual de la ciudad y 
teniendo en cuenta una proyección de la situación a futuro? 
Si la respuesta al interrogante planteado es afirmativa, entonces; ¿qué ha sucedido 
con la continua vulneración de derechos individuales y colectivos de las personas que a diario 
intervienen en el espacio público de la localidad de la candelaria?, ¿acaso esto estaba dentro 
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de las proyecciones que la administración realizó al expedir la norma?, o tal vez, 
sencillamente, ¿no se tuvo en cuenta ni el presente, ni mucho menos el futuro cercano de la 
ciudad?  
Desde luego que no podría decirse que la norma fue pensada o planeada 
estratégicamente con base a la actual situación de la ciudad y futuro de la misma, dado que 
la investigación ha establecido una serie de impactos negativos reflejados en las gráficas del 
capítulo anterior, en donde una de las razones por las cuales los ciudadanos acuden más a las 
entidades del distrito a radicar quejas, peticiones, solicitudes o reclamos es el criterio jurídico 
de promoción del estado de derecho y la justicia.  
De un 100% de solicitudes, el anterior criterio mencionado presenta un 46% de 
recurrencia entre cuatro criterios más, que se tuvieron en cuenta para tabular la información 
de cada entidad que aportó la información. Cabe anotar que el ordenamiento jurídico nacional 
se erige sobre las bases del estado social de derecho, las garantías y protección de los 
derechos fundamentales, pero, aun así, desafortunadamente, los datos muestran una sociedad 
carente en un alto porcentaje de esos principios constitucionales.   
Esto permite inferir que en el momento de la creación de la norma no se tuvo en 
cuenta una prevención hacia los cambios sociales y la evolución cultural que es normal que 
se presente en toda sociedad, lo cual hace que lo que una vez fue idóneo para la 
administración del espacio público hoy en día sea ineficaz e ineficiente para administrar los 
mismos temas con los que inicialmente se pretendió controlar “x” o “y” situación, en éste 
caso, el aprovechamiento del espacio público.   
Ahora, es lógico que estos datos aparezcan para evidenciar algo que no está 
funcionando, en este sentido la apropiación y participación ciudadana que se proyecta o se 
promueve a través del referido decreto es casi nula, pues lo único y más cercano que se 
encuentra regulado en este, es el nombramiento de una serie de instituciones administradoras 
del espacio público a las cuales el ciudadano del común le debe solicitar permisos previos en 
caso de pretender desarrollar alguna actividad que le genere ingresos o en caso de necesitar 
algún área publica para eventos deportivos o culturales.  
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Por lo tanto, no es posible entender que administración y quienes formularon el 
decreto 456 del 2013, consideran que a partir de esta norma se puede llegar a generar 
apropiación a quienes no desarrollan actividad económica alguna, sino que simplemente usan 
el espacio público para la locomoción. En realidad, no se observa conexión alguna entre los 
ciudadanos, usuarios del espacio público y la norma encargada de regular su correcto uso.    
Sin lugar a dudas, el decreto 456 del 2013, carece de una serie de proyectos de 
impacto, que tengan una asignación de presupuesto definida, con objetivos claramente 
establecidos, a través de los cuales se generen resultados positivos para la regulación y 
aprovechamiento del espacio Público, los cuales puedan ser monitoreados continuamente 
para corroborar avances obtenidos y objetivos alcanzados.  
El decreto olvida por completo aplicar la gestión por resultados y al parecer acude a 
la burocracia del estado y al aumento de la multiplicidad de funciones que le son asignadas 
a las entidades ya existentes, las cuales, por tener relación con parte de estos espacios 
públicos sujetos de regulación, asumen la responsabilidad de su cuidado, para lo cual muchas 
veces no están preparadas o sencillamente a falta de una norma enriquecida a partir de los 
pilares de la gestión pública por resultados, termina siendo ambigua y de poco alcance para 
la magnitud de lo que en realidad se debe alcanzar con respecto a un temario tan complejo 
como lo es la regulación del aprovechamiento del espacio público.  
Del decreto se resalta positivamente la descentralización y delegación que realiza en 
entidades encargadas de administrar partes del espacio público, pues este es uno de los 
principios por medio de los cuales se adelanta la gestión por resultados. Ahora, no puede 
quedarse la regulación únicamente en mencionar a cargo de quiénes estará la administración 
de un proceso, sin promover otra serie de elementos fundamentales como planes estratégicos, 
el presupuesto de ejecución y la organización que se debe desplegar con el objeto de avanzar 
hacia la concreción del fin propuesto.   
Finalmente, la gestión por resultados define con claridad una serie de estrategias, en 
determinados periodos de tiempo y bajo una serie de procesos evaluativos, los cuales miden 
la capacidad de la administración para con sus ciudadanos. Elementos que no se evidencian 
en el decreto cuestionado.   
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2. Administración para todos los clientes.  
La gobernabilidad no es solo un asunto que le compete al gobierno, sino también a las 
instituciones y a la sociedad en general, es decir que las reglas administrativas, sociales y 
económicas son asimiladas e incorporadas por los diferentes actores presentes, quienes deben 
tener la capacidad para formular e implementar las políticas públicas requeridas para el 
enfrentamiento eficaz de los retos actuales de la sociedad que vive en constante cambio. 
Es así como los promotores de procesos jurídicos y políticos conducen al 
mejoramiento del respaldo individual, el uso diplomático y a las condiciones de vida, sin 
limitación alguna a esos derechos, siendo considerada la participación ciudadana el enlace 
clave para avanzar en el mejoramiento de la democracia, la adherencia social y vigorizar el 
ámbito de lo público. 
La administración para todos los clientes se refiere a armonizar la participación de los 
diferentes actores sociales denominados como clientes (internos y externos), mediante 
prácticas de inclusión ejecutadas a través de instituciones que hagan posible la gestión eficaz 
de las necesidades de la sociedad valiéndose de la utilización de herramientas, medios y 
canales de información que permitan una interacción directa entre la actividad administrativa 
y dichos usuarios.  
Según lo dicho y con la intención de efectivizar la comunicación, las entidades 
distritales han tenido en cuenta para su funcionamiento la importancia de la atención a la 
ciudadanía, para lo cual, en aplicación del principio de transparencia se han incluido las 
TIC´S, dinamizando los medios o mecanismos de comunicación para fortalecer la función 
administrativa y el desarrollo institucional. Para ello, se han dispuesto algunos canales de 
comunicación dirigidos al usuario, mediante los cuales se pretende recibir quejas, reclamos, 
denuncias, peticiones, solicitudes, entre otras, medios que se presentan de la siguiente 
manera: 
 El escrito, ejecutado mediante el envío físico de documentos, el fax, el correo 
electrónico institucional y el formulario electrónico PQRS, al cual se accede 
en el portal web de cada entidad estatal como la SDP; 
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 El presencial, que se refiere al contacto directo entre los ciudadanos y los 
servidores públicos, cuando éstos acceden a las instalaciones físicas. 
 El telefónico, a través de los medios telefónicos dispuestos para tal fin, y 
 El virtual, de manera electrónica atención inmediata al sistema de mensajería 
instantánea (chat institucional). 
Para la implementación de lo anterior, el servidor público (cliente interno) debe 
informarse y capacitarse sobre los formatos existentes para la atención de las peticiones, 
conocer el portafolio de servicios, seguir los procedimientos en el trámite y subsanar 
cualquier imprevisto. Debe enfocarse no solamente en dar una respuesta a la solicitud del 
ciudadano, sino que también debe buscar la satisfacción, identificando las necesidades de los 
usuarios y así brindar la información de una manera oportuna, clara y completa. Ello 
permitiría llevar a cabo una disminución en la reiteración de las solicitudes y así mejorar la 
implementación de cualquiera que sea el canal utilizado para este fin. 
Sin embargo, cabe anotar que los medios tecnológicos dispuestos como canal de 
comunicación por cada entidad no han tenido en cuenta las características de la población 
según su capacidad económica, entorno social, nivel educativo entre otras, lo cual dificulta 
el fácil acceso de todos los usuarios (clientes externos) al uso de dichos medios de 
participación para acceder a la administración. La falta de inclusión de este tipo de población 
genera incertidumbre entre las solicitudes presentadas y la realidad de las necesidades de la 
ciudadanía, situación que es de considerar como una brecha o punto de quiebre de la 
gobernabilidad en su elemento de administración para todos los clientes. 
Igualmente, teniendo en cuenta la existencia de los canales de comunicación y 
participación ciudadana, y que, respecto de cada uno de ellos, las entidades elaboran informes 
de resultados respecto de la atención de las solicitudes (PQRS), en los cuales se pretende 
establecer la satisfacción del cliente externo con la actividad administrativa, se evidencia una 
falta de información del ciudadano respecto de los medios que tiene a su disposición de 
acuerdo con la problemática a resolver.  
74 
 
Como consecuencia de ello, al no ser presentadas las solicitudes ante la entidad 
pertinente, se puede observar una lentitud en la atención de la misma, afectando la efectividad 
de la administración para responder y tomar medidas para la solución de la problemática. 
La capacidad de la ciudad para validar la información con los distintos actores 
presentes es de gran utilidad, pues permite a la comunidad saber el porcentaje de 
cumplimiento de los gobernantes respecto de sus propuestas y planes de gobierno y, a su vez, 
permite a los administradores locales identificar las fortalezas y debilidades de su 
administración, teniendo en cuenta siempre la opinión que tienen los ciudadanos de su 
gestión. 
Por consiguiente ¿Qué ha pasado con la participación ciudadana (cliente externo) en 
Bogotá?  
Al tratar de instrumentalizar la participación ciudadana, que son todas aquellas 
acciones y requerimientos administrativos, estas muestran un crecimiento paulatino en la 
intervención, por medio de la comunicación de redes entre las entidades y los usuarios, 
impulsando los diferentes trámites virtuales y la atención de personas a través de los distintos 
canales dispuestos por la administración.  
Es prioridad la formación y capacitación de los usuarios y mejorar las acciones que 
permitan el uso alternativo de algunos espacios que deben ser propiciados conjuntamente 
entre la administración y la ciudadanía esto con el fin de mejorar y facilitar el uso de los 
diversos servicios o canales de comunicación y de esta manera llegar a un acercamiento real 
y de respuesta oportuna a las necesidades habituales de los asociados. 
De acuerdo a lo dicho, no es difícil inferir que la administración ha realizado procesos 
tendientes a mantener una comunicación entre clientes internos, entiéndase como servidores 
públicos y los clientes externos, es decir la ciudadanía en general.  Sin embargo, esta 
comunicación no ha sido suficiente, ni mucho menos ha tenido la lectura o interpretación 
correcta con respecto al sentir de los habitantes o personas, quienes a diario utilizan el espacio 
público, pues de suceder lo contrario el orden jurídico que se analizó en esta investigación 
reflejaría bajos porcentajes en las solicitudes radicadas.  
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Cada una de esas peticiones son el reflejo de una cantidad de clientes externos que 
sienten vulnerados sus derechos en diferentes sentidos, tales como la igualdad de género, que 
aun sin ser uno de los criterios con mayor porcentaje de solicitudes, si es preocupante pues 
no es de recibo para ninguna sociedad, mucho menos para aquellos estados que basan toda 
su teoría constitucional en el principio de estado social de derecho, la defensa de las minorías 
y el respeto por la dignidad humana; enfrentar quejas o reclamaciones en donde no es la 
justicia la que otorga derechos a las personas, si no el pertenecer a un sexo u otro, donde no 
es la justicia, los méritos ni la cultura de igualdad entre hombres y mujeres las que determinen 
el trato por la persona, si no el pertenecer a un género en particular. 
Ahora, la mayor preocupación para todo quien se interese por analizar esta situación, 
no deben ser los casos en sí mismos, si no la voluntad política y administrativa de los clientes 
internos (administración) para poner en marcha una serie de estrategias que le permitan 
cumplir adecuadamente con sus funciones de servicio y razón de su existir, la cual no puede 
ser otra distinta que la de satisfacer las necesidades de los clientes externos, quienes son 
sujetos de derechos.  
La preocupación puede ir en aumento al analizar el decreto 456 del 2013, y encontrar 
que este hace una regulación básica con respecto al manejo económico que se le debe dar al 
espacio público, pero en temas sensibles como lo es la igualdad de género, la prevención de 
la corrupción o la formación del sujeto político no desarrolla ninguna disposición.  
El decreto mencionado, tiene la finalidad de regular una serie de actividades para los 
clientes internos, en este caso, realiza disposiciones respecto a funciones y procedimientos 
que se deben adelantar al interior de las instituciones, desde luego con el propósito de 
alcanzar aquellos objetivos de la administración y satisfacer las necesidades de sus 
administrados, pero cometió el error imperdonable de no involucrar directamente  a todos los 
sujetos actores del aprovechamiento del espacio público. 
Es pertinente para la administración, involucrar en sus disposiciones a aquellos 
actores directos de la problemática, pues queda en entre dicho la planeación estratégica y la 
gestión de programas y proyectos cuando en el decreto 456 del 2013, se pretende la 
regulación de la actividad económica, pero no se regulan factores sociales de importancia 
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como lo es, el respeto por los derechos de aquellos quienes utilizan el espacio únicamente 
para la locomoción y del cual no se deriva un interés económico directo.  
Así mismo,  a través de esta norma de administración económica del espacio público   
se  realizan regulaciones de carácter importante, pero se extraña en la misma una serie de 
elementos de la administración, que va directamente relacionada con la satisfacción de 
derechos de los clientes externos, el cual tiene que ver con los programas o proyectos que 
generen apropiación por ese bien jurídico de naturaleza común, el cual garantice un 
aprovechamiento  económico en orden y con un sentido de pertenencia, cuidado e identidad.  
El decreto hace invisible a una ciudadanía capaz de empoderarse de sus derechos y 
formar espacios de verdadero agrado común, pues no existe una sola disposición dentro del 
mismo que promueva u ordene a las entidades educar al ciudadano en la cultura de preservar 
para el otro. No dispone de herramientas, que en otros lugares juegan papeles fundamentales 
para prestar un eficaz servicio a sus asociados como lo serian mecanismos de fácil acceso 
para denunciar situaciones comunes y cotidianas como son, los abusos sobre los ciudadanos 
o actuaciones de corrupción que desestabilizan el ordenamiento. 
El cliente externo, es el principal actor que está al servicio de la administración para 
colaborar y ayudar en la construcción de esa cultura que tanto se reclama a diario, pero para 
la cual no se disponen de los elementos adecuados y que faciliten el empoderamiento social.  
 
3. Gestión estratégica 
El criterio de gestión estratégica tiene como particularidad ser un instrumento genérico, el 
cual de alguna manera u otra se encuentra presente en cada uno de los demás criterios de 
estudio de la gobernabilidad.    
Cabe resaltar que, la gestión estratégica está compuesta por una serie de elementos 
que para esta investigación son necesarios entrar a evaluar a la luz del decreto 456 del 2013. 
 El primer elemento de la gestión estratégica, que está enfocado a la finalidad y la 
estructura de la estrategia urbana; de este se puede considerar que, respecto a la regulación 
general; el decreto cuenta con el modelo de ciudad, dándole una organización y determinando 
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las áreas estratégicas para el desarrollo de actividades, pero deja al azar el desarrollo de 
proyectos claves o estructurales, los cuales no se establecen.  
Es de suponer que dichos proyectos claves serán desarrollados por cada una de las 
entidades encargadas de la administración del espacio público, sin embargo, pudo existir un 
capítulo adicional en donde se regularan proyectos de alto impacto y generales a toda la 
ciudad para lograr un aprovechamiento económico, organizado y de innovación.  
El segundo elemento que se tiene en cuenta, son los modelos de gestión de redes de 
los actores, los cuales corresponden a la integración, apropiación, corresponsabilidad de cada 
uno de los intervinientes. Cabe mencionar que, dentro del Decreto se estipulan unos 
administradores que se encargan de hacer cumplir la normatividad, así como también unos 
gestores del espacio, pero que olvida mencionar a los transeúntes que a diario se desplazan 
por los diferentes lugares de la ciudad. No se encuentra un verdadero modelo de redes capaz 
de conectar a los habitantes de la ciudad, llámense vendedores ambulantes, artistas, peatones, 
propietarios, etc., con la administración.  
De acuerdo con lo anterior, se denota que se tuvieron en cuenta las regulaciones 
generales, pero no se conformó de manera directa la integración, apropiación, 
corresponsabilidad de cada uno de los actores, lo cual género, que no se hayan creado 
políticas claras que efectivicen las oportunidades, sin permitir así el cambio de pensamiento 
respecto de la normatividad, en donde lo normal sea el respeto por la misma y no la ilegalidad 
para recibir beneficios personales. 
Razón por la cual se generan problemáticas entre la administración y la sociedad que 
no permiten gestar una cultura de respeto, cuidado y preservación del orden legal e 
institucional, así como el bienestar y aprovechamiento general del espacio público.   
Por último, un tercer elemento que se debe incluir, es el desarrollo de una política 
exterior; la cual no se tuvo en cuenta en el Decreto objeto de estudio de la presente 
investigación, generando como consecuencia una falta grave en la previsión de la planeación 
estratégica y dando como resultado una baja imagen, poco atractiva para los extranjeros 
quienes en su mayoría son amantes e interesados conocedores de nuestra historia;  la 
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estructura arquitectónica con que cuenta el centro de la ciudad  y los espacios culturales que 
nos rodean.  
¿Qué impacto podría generar la creación de encuentros culturales callejeros, en donde 
los espacios respiren arte, menos humo y más movilidad peatonal? ¿Qué lograríamos si se 
crearan redes de vendedores ambulantes y se establecieran una serie de beneficios en cuanto 
a su seguridad social y mínimos de vida? ¿Cuál sería la respuesta de la ciudadanía si se 
proyectaran obras de infraestructura, en donde contara con el entero conocimiento de las 
personas, y su proyección a mejorar sustancialmente el diario vivir de las personas? Tal vez, 
poco a poco, la ciudadanía crearía o más bien, sentiría identidad por las cosas y se generarían 
redes de cuidado por lo público.     
Para finalizar, este mecanismo permite concluir que toda política pública debe estar 
sustentada con base a referentes teóricos, que permitan garantizar la eficacia, eficiencia y 
legitimidad. Por lo tanto, es necesario que, a la luz de nuevas regulaciones con miras a 
redefinir la política de aprovechamiento positivo y organizado del espacio público, se 
ejecuten acciones que cumplan con los elementos teóricos de la gobernabilidad, así como su 
desarrollo práctico según lo planteado por la gestión estratégica, elementos que no se 
encuentran inmersos en el decreto referido. 
 
4. Evaluación y seguimiento  
Todos los procesos que se desarrollan en los diferentes ámbitos sociales requieren de un 
seguimiento y evaluación.  Es así como dentro de una empresa, permanentemente se 
adelantan estrategias que permitan verificar el avance en el cumplimiento de los fines para 
lo cual esta fue pensada.  
Bien dicho es, que si no mides resultados; no podrás distinguir entre el éxito y el 
fracaso. Solo un buen proceso de evaluación y seguimiento de manera duradera, le permitirá 
a quien lo realice, repensar las directrices del trabajo planteado y encaminar todos los 
esfuerzos por el camino adecuado o por el contrario, seguir con firmeza adelantando aquello 
que en efecto produce los resultados esperados.  
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Pues para la administración pública, es de vital importancia adelantar estos procesos 
evaluativos, en donde se pueda medir el impacto de las diferentes políticas con respecto a los 
fines que se han propuesto. Solo un seguimiento permanente podrá evidenciar y demostrar la 
presencia de una administración fuerte y rigurosa en su proceso administrativo.  
Este proceso mencionado, debe ser entendido desde la perspectiva de la motivación, pues 
como es habitual en la vida diaria, la recompensa frente a un logro alcanzado genera 
satisfacción, empatía y dedicación en quien lo ha conseguido.  
De esta manera, dentro de la evaluación y seguimiento que debe realizar la 
administración, debe fijarse un sistema que permita premiar los esfuerzos de quienes han 
gestado el éxito alcanzado, o, por el contrario; una serie de mecanismos que permitan castigar 
el error de quien ha conllevado al fracaso de un procedimiento o en este caso puntual, de una 
política pública de mayor impacto.   
El decreto 456 del 2013 no desarrolla ningún tipo de estrategia tendiente a evaluar y 
hacer seguimiento a las disposiciones que, en este, se han dictado. Asume que las 
disposiciones se adelantaran tal cual lo dispuesto, pero parece olvidar que la sociedad es 
cambiante y que, al no recompensar el éxito obtenido a través de procesos de seguimiento, 
se estará premiando directamente el fracaso, pues con el paso del tiempo, el compromiso o 
la falta de reconocimiento terminara mermando las fuerzas de quien o quienes han dedicado 
todos sus esfuerzos al logro de los objetivos.  
Este decreto, debería promover el reconocimiento al aprovechamiento sano y 
ordenado del espacio público, pero luego de observarlo detenidamente, se entiende que no lo 
hace.  
Ahora, imaginemos que el decreto ha propuesto una serie de estrategias que permiten 
a la administración medir en términos de eficacia la función de cada una de aquellas entidades 
descentralizadas en quienes ha confiado la consecución de metas deseables para el ciudadano. 
Podría ser entendida esta posibilidad, como una estrategia para adelantar correcciones 
pertinentes, siempre con el objeto de alcanzar lo propuesto.  
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Si así lo fuera, ya en Bogotá tendríamos un mejor aprovechamiento del espacio 
público, con programas realmente de recuperación de los entornos y con una significativa 
disminución de la vulneración de los derechos humanos tanto de turistas, como en la 
ciudadanía local.      
Actualmente la medición del impacto que logra obtener una obra o política 
gubernamental es evaluada en muchos casos, no quiere decir esto de manera general, por los 
medios de comunicación del país, que claramente no son objetivos al elaborar sus informes 
y que desde luego no utilizan mecanismos capaces de medir en términos reales el verdadero 
alcance obtenido.  
Los resultados, pueden generar un verdadero impacto en la sociedad, capaz de 
alimentar un espíritu colectivo en donde los intereses de uno sean los intereses de la mayoría. 
En donde los cambios positivos continuos, sean el motor de una sociedad que se esfuerza por 
seguir avanzando hacia la conquista de un bienestar común.  
En el decreto estudiado, llama la atención el capítulo IV, el cual establece las 
modalidades de aprovechamiento económico del espacio público, en donde se establece tres 
categorías diferentes de aprovechamiento. Una de ellas es el aprovechamiento económico de 
largo plazo, el segundo corresponde a un aprovechamiento económico de mediano plazo y 
por último el de corto plazo.  
Lo anterior es relevante según el análisis que se ha realizado, pues la única claridad 
que nos da el decreto con respecto a estas actividades es la explicación de lo que se debe 
considerar como actividad de largo, mediano y corto plazo y adicional hace mención a, 
algunas actividades que conformarían estas modalidades; pero no se menciona a través de 
qué instrumentos se va a adelantar el seguimiento y evaluación permanente a dichas 
actividades. 
El ciudadano comprometido con el desarrollo de su ciudad, que lea el decreto 456 del 
2013, debe estarse preguntando por el desarrollo y avance del artículo 6.2, literal a, el cual 
menciona lo concerniente al aprovechamiento económico de paraderos para el transporte 
público. Debe estarse cuestionar la falta de información acerca de los instrumentos que 
permiten hacer un seguimiento y evaluación a esta modalidad y más aún, queriendo participar 
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de ese proceso de evaluación, en donde le permita dar a conocer sus experiencias con lo que 
ha sido esta actividad posterior a la regulación.  
¿Dónde están esos instrumentos que le permitan al ciudadano calificar su nivel de 
satisfacción con respecto a los kioscos y puntos de encuentro que hay en la ciudad?  
¿Dónde puede encontrar el administrado un sistema donde se le muestre el proceso que ha 
tenido constantemente cada una de las entidades líderes en la administración del espacio 
público? Las transformaciones que se hacen constantemente posterior a un seguimiento de 
resultados y la incorporación de aquellas propuestas de la ciudadanía, en realidad, terminan 
siendo los actores fundamentales en el proceso de evaluación y seguimiento, pues son ellos 
y su satisfacción la verdadera finalidad de toda administración. 
Para todo aquel quien posterior a esta investigación, se interese por indagar acerca del 
tema de evaluación y seguimiento de los procesos administrativos, como aporte se sugiere 
abordar el tema desde tres preguntas, las cuales darán introducción a elementos conceptuales 
como a la efectividad de las prácticas administrativas; estas son:  
 ¿Para qué evaluar?  
 ¿Qué evaluar y a qué nivel hacerlo? 
 ¿Qué hacer con la información? 
Tal vez, este trabajo investigativo también pueda ser de apoyo para quienes quieran 
modificar el decreto 456 del 2013. Ellos también deberán iniciar contestando acerca de la 
importancia que tiene la evaluación, pues al parecer quienes formularon esta norma, 
olvidaron finalizar la construcción pensando en la importancia que tiene evaluar sus 
disposiciones, el impacto de estas y el seguimiento a los cambios que se puedan formular por 
el camino.  
Adicional a lo comentado, el decreto 456 del 2013, debió identificar con precisión las 
actividades sujetas a evaluación y desde luego a que nivel se desarrollaría este proceso. Pudo 
haber determinado hacerlo a nivel macro, meso o micro, es decir, desde las altas jerarquías 
de la administración, entidades descentralizadas o desde cada una de las políticas diseñadas 
y puestas en marcha. 
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Será la evaluación y seguimiento, el único camino que permita tanto a entidades, 
como a ciudadanía, repensar los caminos recorridos y formular constantemente mejoras 
sociales colectivas.  





















El resultado de la investigación realizada permite concluir que las disposiciones del Decreto 
453 de 2013, además de la normatividad adjunta que establece las funciones de cada una de 
las entidades, carecen de claridad y especificidad, dado que se hacen de manera general, 
imprecisa e indefinida, situación que en un lógico análisis no puede ser exigible a nivel 
jurídico, en el entendido de que todas las funciones están orientadas al cumplimiento del 
“Verbo rector” (apoyar, promover, coordinar, complementar, etc.)  
Lo anterior, debido a que el Sistema General de Espacio Público incluye un gran 
número de entidades que dentro del mismo proceso de espacio público tienen las mismas 
competencias y funciones. 
Teniendo en cuenta que se identificaron brechas metodológicas orientadas al ejercicio 
de la gobernabilidad respecto del cumplimiento del Decreto 456 de 2013, y de acuerdo con 
la jurisprudencia analizada en la presente investigación, pudo observarse como resultado, que 
no existe una norma para la generación, recuperación, aprovechamiento y sostenibilidad del 
espacio público, que determine de manera precisa las actividades de la administración para 
lograr tal fin. 
Efectivizar, clarificar, y en definitiva solucionar la problemática anterior a nivel 
administrativo, en concepto de los investigadores, permitirá obtener una mejora respecto de 
todos los ejes y componentes de la Política Distrital del Espacio Público, puesto que ella 
puede establecerse de manera que permita generar armonía en las actividades de cada una de 
las entidades, y así, tener un mejor control a nivel legal, institucional y de gestión. 
Esto supone un impacto positivo a nivel físico – espacial, ambiental, económico, 
social, cultural, y en general, en el uso efectivo del espacio público, en donde se generen 
beneficios para todos los actores involucrados. 
La mirada que debe darse al aprovechamiento del espacio público va más allá de la 
contribución económica del mismo a la administración y a los usuarios. La tendencia de los 
actores (clientes internos o externos) al hablar de espacio público ha ido encaminada 
principalmente a la actividad económica de la ciudad, sin tener en cuenta otros factores como 
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el ambiental, social y cultural, situación que genera un impacto negativo, como se observó 
en el resultado de la presente investigación.  
 Lo anterior tiene una relación directa con la multifuncionalidad de los procesos de 
espacio público, dado que cada una de las entidades, de acuerdo con sus principios y 
competencias, debe tener una orientación institucional fuerte e idónea que garantice la 
gestión y el cumplimiento de los procesos con miras a alcanzar las metas establecidas de 
acuerdo con los fines para los que cada una de ellas fue creada, las cuales claramente no están 
orientados exclusivamente a el desarrollo económico de la ciudad. 
Ahora bien, las condiciones físicas del espacio público deben responder a las 
características y necesidades de la población, y para esto, es necesario que en el diseño de 
políticas públicas y normatividad se tenga en cuenta la situación actual del entorno social 
involucrado en el uso de los espacios. Por lo tanto, deben efectivizarse los procesos de 
recolección de la información estadística, con el fin de que existan datos reales y de fácil 
acceso, dado que ellos constituyen una herramienta fundamental para la ejecución de 
proyectos. 
Por último, es claro que una vez efectivizado el procedimiento administrativo, se debe 
incentivar a los usuarios del buen uso de los espacios que se encuentran en la ciudad para 
garantizar los principios constitucionales a los que se tienen derecho y el deber de 
preservarlos fomentando la cultura pensando en las generaciones futuras, aunando esfuerzos 
promoviendo la recreación, la salud y educación ambiental, la seguridad alimentaria, el 
turismo y una serie de posibilidades reales, lo cual permitirá la preservación de los resultados 
que se observen una vez ejecutadas las acciones correspondientes.  
Es claro entonces que la normatividad existente para el aprovechamiento del espacio 
público carece de profundidad dada la falta de herramientas dispuestas para el ejercicio de la 
gobernabilidad.  
De esta manera, la solución a dicha problemática según la opinión del grupo 
investigador, debe ser la creación de una normatividad específica, que incluya a detalle las 
funciones y competencias de cada una de las entidades en su intervención respecto del 
aprovechamiento, preservación, uso y goce del espacio público, norma que utilice para su 
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creación bases doctrinales actualizadas e innovadoras que incluyan la teoría administrativa 
de la “gobernanza y la gobernabilidad” como mecanismos para la regulación de todos los 
intercambios sociales, como ejes integradores de la sociedad en la administración, y a su vez, 
como dinamizadores del desempeño institucional y su organización. 
Este ejercicio, de la mano con la necesidad de una reestructuración interna de las 
entidades, en la que se retiren funciones que no le corresponden de acuerdo con los objetivos 
de su creación, y que a la vez asigne un encargado de controlar la ejecución de los proyectos, 
quien a su vez tenga como objetivo determinar el cumplimiento de los objetivos a través del 
estudio del impacto de la implementación de ese proyecto a nivel social.   
En relación a instrumentos de gestión y financiación, y su potencial de aplicabilidad, 
las condiciones de mercado no se reflejan en la construcción de ciudad de manera 
significativa, solo en las condiciones básicas de cargas mínimas. En este sentido, es necesario 
fortalecer la creación de bienes públicos locales y en particular de espacio público. Es decir, 
se requiere una política agresiva en generación de espacios públicos sobre todo en zonas que 
requieran instrumentos adecuados para promover las ofertas de mercado. 
Es vital el fomento de la participación social permanente en todos los procesos de 
generación, recuperación, defensa y sostenibilidad del espacio público, trascendiendo las 
instancias de participación reglamentadas, sin limitarse a la promoción desde el sector 
público; debe ser prioridad de la administración, en un sentido de promoción de la 











Aguilar, L.F, (2007). El aporte de la política pública y de la nueva gestión pública a la 
gobernanza. Revista del CLAD Reforma y Democracia,39, 5-32 
Alguacil Gómez, J. (2008). Espacio público y espacio político. La ciudad como el lugar para 
las estrategas participativas. Boletín CF+S 44. Tierra y Libertad. Madrid (España).  
Aramuru Otazu, Mikel (2008). Uso y significados del espacio público. Universidad 
Politécnica de Cataluña. Revista ACE.  
Barzelay, M, (2003). La nueva gestión pública, México, Fondo de Cultura Económica, 
Capítulos 1 y 2. 
Borja, Jordi (1998). Ciudadanía y Espacio Público. Revista Ambiente y Desarrollo, 13-22 
Cabrero, E. (2010). Administración pública. México: Biblioteca básica de administración 
pública. 
Carrascal Herrera, G. (2014). La función ecológica de la propiedad. Editorial Ibáñez. 
Colección ambiente y desarrollo sostenible No. 13.  
Carrión, F. (2007). El financiamiento de la centralidad urbana: El inicio de un debate 
necesario. Flacso – Lincoln Institute of Land Policy. Quito, Ecuador.  
Cepal (2014). Panorama de Gestión Pública en América Latina y el Caribe. Naciones Unidas 
Santiago de Chile. 
Cunil Grau, Nuria (2010). Las políticas con enfoque de derechos y su incidencia en la 
institucionalidad pública. Revista CLAD. Caracas, Venezuela. 
Giraldo, H (2015). Producción social, proceso participativo e intervención sostenible en el 
espacio público de los centros históricos. El caso de Pamplona, Colombia. Revista 
Territorios núm. 33. Universidad del Rosario. Bogotá, Colombia.  
Gobierno Vasco (2010). Guía de evaluación de políticas públicas del Gobierno 
Vasco.http://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/evaluacion_coordinacion/e
s_def/adjuntos/guia_evaluacion_gv_pip.pdf. 
Guénola, C y Jeróme, M (1998), “Una retórica progresista para un urbanismo conservador: 
La protección de los centros históricos en América Latina”. Revista L’ordinaire 
latino-américain, Tolouse, Ipealt. Num 181 49-63. 
87 
 
Lasso García, D.A. (2014). “Propuesta del espacio público como sistema estructurante y 
articulador de la ciudad, aplicado al sector de Chapinero y Galerías”. Facultad de 
Arquitectura y Diseño. Pontificia Universidad Javeriana.  
López de Lucio, R (2000). “El espacio público en la ciudad europea: entre la crisis y las 
iniciativas de recuperación. Implicaciones para Latinoamérica”. En: Revista de 
occidente. N° 230-231. Madrid: julio-agosto. 
Ospina, W (2013). Fundamentación del Centro de Estudio en Gobernabilidad y Gobernanza. 
Universidad Católica del Norte CEGGOB. Medellín, Colombia. 
Páramo, P y Burbano, A (2010). Género y espacialidad: Análisis de factores que condiciona 
la equidad en el espacio público urbano. Revista Univ. Phsychol. V. 10 No. 1 PP 61 
– 70. Bogotá, Colombia.  
Polanco López, M.A. (2015). Espacio público: Conceptualización de un estado ideal en 
Colombia. Universidad Militar Nueva Granada. 
Ramírez Kurí, P. (2007). La ciudad, espacio de construcción de ciudadanía. Revista Enfoques 
No. 7 segundo semestre. Red de revistas científicas de América Latina, el Caribe, 
España y Portugal.  Universidad Central de Chile.  
Rincón García, L. M. (2013). El aprovechamiento económico del espacio público para 
Bogotá – Colombia dentro de la administración actual. Universidad Militar Nueva 
Granada. 
Santos de Aguirre, M del R y Pimiento Osorio, J. (2015). El espacio público como eje de 
integración social y escenario de la vida ciudadana. Revista Derecho y Políticas 
Públicas No. 22. Pág. 87. 
Segovia, O.  (2007). Espacios públicos y construcción social: Hacia un ejercicio de 
ciudadanía. Santiago de Chile. Revista Centro-h No. 2- SUR, 152. 
Serra, A (2007). Modelo Abierto de Gestión para Resultados en el Sector Público. CLAD 
Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo y BID Banco Interamericano 
de Desarrollo PRODEV. Librería Felipe Herrera  
Torres, R. (2013). Gobernanza y Gobernabilidad. Disertación 2. La Plata, Argentina.   
Urzúa Bastida, Verónica (2012). El espacio público y el derecho a excluir. Revista Athenea 
Digital 12(1): 159 – 168 
88 
 
Vásquez, D.M; Navarrete, M (2014). La gobernabilidad local en el contexto de la nueva 
gestión pública: Requisito para la gestión ambiental urbana. Revista Luna Azul 
ISSN 1909 – 2474 No. 39.  
Zambrano Barrios, A (2011). Planificación Estratégica, presupuesto y control de la gestión 
pública. Universidad Católica. 
Ziccardi, A. (2012). Espacio púbico y participación ciudadana. Revista Gestión y Política 
Urbana. Universidad Nacional Autónoma de México. 187 – 226   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
